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La función integradora que asume la Constitución que postulara 
SMEND \ para soslayar la posible divergencia entre la constitución nor­
mativa y la constitución real que denunció, Ferdinand LASSALLE ^ habría 
de desembocar necesariamente en un resultado que materializa el acopla­
miento de dos dimensiones —jurídica y real— de diferente naturaleza pero 
no contradictorias. 

Posibilitar esa armoniosa conjugación es el fin próximo a que as­
piran los dispositivos de reforma que prevén las Constituciones rígidas. Sin 
embargo, no siempre es fácil conseguir un equilibrio, cuando se activan 
los institutos de revisión, en virtud del cual se permita la adecuación de la 
Norma Fundamental a las contingencias hiistóricas, pero sin que ello su­
ponga una vulneración de la misma, esto es, sin que tales adaptaciones 
perjudiquen o distorsionen lo que configura la esencia misma del or­
denamiento .̂ En otras palabras, compatlblllzaír el cambio y permanencia 

^ SMENO, R., «El Derecho Constitucional debe garantizar, en su calidad de 
sistema integrativo el cumplimiento de una tarea que está sujeta a cambio... (...) 
Este cambio puede tener lugar fuera del propio Derecho Constitucional, siempre 
que se dé dentro del ámbito social de las fuerzas espontáneas». Constitución y 
Derecho Constitucional. 1985. Madrid. Centro de Estudios Constitucionales, pá­
gina 201. 

' LASALLE, F., ¿Qué es una Constitución? Ariel. Barcelona 1984, pág. 84. 
^ LUCAS VERDÚ, P., Curso de Derecho Político. Vol. II. Tecnos, Madrid 1977, 

pág. 533. 
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del texto Constitucional, de manera que, aun produciéndose las preci­
sas modificaciones, pueda seguir Identificándose en lo sustancial, una 
determinada norma constitucional, respecto a las demás. 

Sin embargo hay que señalar, que aunque la tesis de fondo como 
es la de conjugar el cambio —al que necesariamente se ven impelidos los 
textos constitucionales—, y la permanencia —como respuesta a la esta­
bilidad a la que normalmente tienden los Códigos fundamentales— es acep­
tada ordinariamente por la doctrina, paradójicamente se muestra diver­
gente, en las aplicaciones prácticas de tal supuesto, al negar la existencia 
de determinados límites, que protegen la constitución material, de la fun­
ción revlsora, al fin de posibilitar su permanencia. 

La notable rigidez detectada en el constitucionalismo moderno " con­
duce a pensar en la cláusula de revisión como medio del que se sirven las 
Leyes Fundamentales para proyectar su permanencia a lo largo del tiempo, 
asegurando pues su continuidad, toda vez que se institucionaliza el modelo 
de rigidez para sus procesos de transformación ^ Es sabido, como vimos 
anteriormente, que las Constituciones tienden a reflejar las creencias y los 
intereses dominantes, o bien los compromisos que liman los intereses en 
pugna ^ El Constituyente sitúa este imbricado conjunto de relaciones po­
lítico-sociales en el seno del contexto constitucional, con el deseo de 
garantizarlas o proclamarlas, dotándole de una definitiva condición de 
rigidez ^ Afirmar tal evidencia no es nada novedoso, sin embargo, es con­
veniente hacerlo, aunque sea sólo para centrar la atención en lo que sería 
el contrapunto a este justificado deseo de permanencia, que, a través de 
la rigidez, pretende la voluntad constituyente. Efectivamente, a pesar de la 
tendencia al modelo rígido que parece haber hecho fortuna, si se contem­
plan los modernos textos constitucionales, se detecta, no obstante por parte 
de la doctrina, una tendencia que palia los efectos que se derivan del ca­
rácter rígido asumido por los Estatuos fundamentales. Nos referimos al 

' EsMEiN, A., Droit Constitutionnel. Vol. 11,7° ed. Librairíe Recueil Sirey, 1921, 
pág. 495. 

^ BRYCE, J., Constituciones flexibles y Constitucionales rígidas. Civitas. 2.' 
ed. Instituto de Estudios Políticos, Madrid 1962, págs. 94-95. Las Constituciones fle­
xibles no requerirían dispositivo alguno para su revisión, pudiéndoselas situar, al 
contrario de como acontece con las rígidas, en los mismísimos principios de las 
sociedades políticas organizadas frecuentemente; salvo los supuestos en que su 
flexibilidad derive de la intencionada pretensión del Constituyente, de no dotar de 
ningún dispositivo en previsión a su reforma, aunque se trate de un texto escrito: 
como lo configura el supuesto de la Constitución española de 1876. 

' WHEARE, K. C , Las Constituciones modernas. Labor, Barcelona 1971, pá­
gina 73. 

' BRYCE, J., Constituciones flexibles y Constituciones rígidas. Clvitas. 2.' ed. 
Instituto de Estudios Políticos, Madrid 1962, págs. 94 y ss, op. cit. 
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sector que, por propugnar su tesis ignorando el reconocimiento de límites * 
al poder de revisión, se sitúa como contrapunto, en manifiesta oposición a 
la tendencia que los propios Códigos fundamentales asumen para asegurar 
su garantía de permanencia, proyectándose en el tiempo. 

Pretender que las Constituciones en su rigidez, lleven al extremo tal 
condición, de forma que se dificulten en la práctica sus procesos de evo­
lución, por la dificultad que éstos entrañan al punto de que la existencia de 
una cláusula de reforma, que acoplaría el ordenamiento a las nuevas exi­
gencias político-sociales, se torne ineficaz, es una pretensión poco reco­
mendable. En todo caso, configura uno de los medios más idóneos para 
que se produzca el resultado que se pretendía evitar: el fin de la Consti­
tución. Pues obviamente, si el instrumento que ha de activarse para pro­
ducir las modificaciones, lejos de habilitar un mecanismo simple, está do­
tado de unos dispositivos tales, cuya puesta en práctica hace sumamente 
difícil su aplicación inmediata, los textos que observen estos sistemas de 
reforma, como consecuencia de su condición rígida, estarán más fácilmente 
abocados a que éstos se transformen de todas formas y lo hagan además 
de manera revolucionaria ', sin seguir los procedimientos previstos cons­
titucional mente a tal efecto. 

Pero si poco recomendable es la pretensión de la rigidez excesiva 
en las Constituciones, al punto que dificultan extremadamente su acomo­
dación a las nuevas necesidades, lo que a nuestro juicio configura un im­
perativo de primer orden para mantener viva la Constitución, gozando así 
ésta de verdadera vibración en el contexto social en que se proyecta, menos 
recomendable, o al menos, igualmente perjudicial para la salud áque todo 
orden Constitucional debe aspirar, sería el resultado que se derivaría de 
la inadmisibilidad de límites al poder de revisión, que perfila una corriente 
doctrinal desde el período de la segunda guerra mundial. 

Tal pretensión produciría el efecto fulminante de poner en peligro 
asimismo el Orden Fundamental, porque igualmente arriesgado sería para 
el mantenimiento de la Constitución, concretada en el núcleo irreductible 
que la identifica y define, que la cláusula de revisión no estuviera sujeta a 
determinados límites que protegieran y defendieran el conjunto de ele­
mentos que sustentan la fórmula política °̂ en que se sustancia la Consti­
tución material. 

° Esta corriente doctrinal estaría representada por: VANOSI, BISCARETTI DI RU-
FFiA, entre otros, a quienes hemos mencionado con anterioridad y de cuyas tesis, 
que propugnan la Inexistencia de límites, nos ocuparemos en otro momento del 
presente trabajo. 

° ROMANO, S., L'ordenamento giuridico. Firenze 1951, pág. 143. 
™ LUCAS VERDÚ, P., Curso de Derecho Político. Vol. II, Tecnos, Madrid 1977, 

2.* ed., pág. 428. 
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Se detectaría, pues, una ineficacia de la función revisora como medio 
para posibilitar la permanencia del texto Fundamental cambiando, cuando, 
como consecuencia derivada de una condición de rigidez excesiva, pro­
vocara ei efecto de su cambio, pero además por vía revolucionaria, igno­
rando los cauces jurídico-formales previstos a tal fin en el texto constitu­
cional, como medios eficaces para recuperar el sentimiento de adhesión 
constitucional que se ha ido desvirtuando " a consecuencia, probablemen­
te, de las desincronizaciones sobrevenidas entre la Constitución material 
y la Constitución formal. 

De esta forma, se desborda el doble objetivo de permanencia y cam­
bio que pretendía Instrumentalizar el dispositivo de revisión: la permanen­
cia se ha extinguido y el cambio se ha llevado a cabo por cauces extra-
jurídicos. La cláusula de reforma no ha servido para nada en tal supuesto, 
ya que al activarse ésta sin ser respetados los límites que salvaguardan 
la supervivencia '̂  de lo que configura la Constitución formal, se produce 
el efecto de una modificación que lejos de ser competencia del poder de 
revisión, atañe a lo que configura una atribución exclusiva del poder cons­
tituyente, a la que no puede renunciar en el acto constituyente primígeno, 
lo que se traduciría en lo que BURDEAU denuncia como: «un phénoméne 
qul dépásse largement les limites d'une évolution ou les carateres d'une 
crise. II y a l'inadaptation d'un concept á une réalité pour laquelle II n'a pas 
été imaginé». 

Esta doble posición que consideramos ha de reflejar la función re­
visora, nos autoriza a afirmar lo que podría adelantarse ya como una con­
clusión parcial que se reduciría a lo siguiente: La función de revisión ha 
de proveer precisamente a ia compatibilidad de la permanencia del Estatuto 
dei poder, posibilitando paralelamente su transformación, así como a sal­
vaguardar el núcleo identificativo de todo Código Fundamental. 

De la eficacia en orden a la consecución de ambos objetivos, podrá, 
deducirse si la función de revisión responde o no a la dirección asumida 
por el Constitucionalismo moderno, cristalizado en el establecimiento de 
un régimen rígido de reforma, que asegure la permanencia del orden cons­
titucional, pero esta permanencia no es realizable si, por otra parte, no se 
le conecta con los presupuestos identifleaderes ^̂ , que sirven de parámetro 
para dilucidar si las modificaciones que afectan al Texto Fundamental asu­
men esta condición, en sentido estricto, que implicaría el acoplamiento de 

" LUCAS VERDÚ, P., El sentimiento Constitucional. Reus, S. A. 1985, págs. 
131-132. 

^' BuRDEAU, G., «Une survivance: la notion de Constitutlon», en L'evolution 
du Droit Public, Eludes en L'honeur d'Achile Mestre. AA.VV. Sirey, 1956, pág. 55. 

" LUCAS VERDÚ, P., «La fórmula política de la Constitución», en Estudios so­
bre el proyecto de Constitución. Centro de Estudios Constitucionales, Madrid 1978, 
pág. 16. 

148 



PERFIL AMBIVALENTE DE LA FÓRMULA DE REFORMA CONSTITUCIONAL . 

la Norma Superior a las nuevas exigencias que sobrevengan, o por el con­
trario, se proyectan como una nueva manifestación constituyente, que ob­
viamente excedería la función revisora, al afectar, precisamente, aquellos 
presupuestos básicos que identifican el orden constitucional, y cuya mo­
dificación llevaría pareja la supresión ^* de la misma. 

Por lo que no podemos renunciar a una valoración bidimensionai 
del significado que asume la función de reforma constitucional, referente, 
de una parte, a su manifestación como instrumento que habilita los propios 
procesos de transformación constitucionales, sin que ello obstaculice la 
permanencia del Estatuto: para seguir siendo debe admitir el Ir dejando de 
ser. Y de otro lado, atendiendo a la función de reforma como dispositivo 
idóneo para defender y garantizar el elemento identificativo de la Norma 
Suprema. 

LA REFORIVIA CONSTITUCIONAL: CONSECUENCIA DERIVADA DE LA 
DIALÉCTICA PERIVIANENCIA-CAÍVIBIO 

El instituto de revisión constitucional, como vimos anteriormente, 
está orientado a suplir las deficiencias que toda Norma Fundamental puede 
experimentar, pero no debe instrumentalizarse sin embargo para un fin que 
tenga por objeto superar una posible crisis '^ política, cuya solución a través 
del dispositivo de revisión implicara la eventual instauración de un nuevo 
orden constitucional completamente diferente, por producir la desconsti-
tucionalización del sistema político de una comunidad estatal. 

El constitucionalismo revolucionario ejemplarizó la tendencia a la 
permanencia de la Norma Fundamental, en su pretensión de asegurar a 
las futuras generaciones los hitos conseguidos por el liberalismo consti­
tucional. Este deseo de permanencia se verifica al dotarse, en el Consti­
tucionalismo moderno, a las Constituciones rígidas, de específicos dispo­
sitivos para su reforma; el continuo mutar social impone inevitablemente 
la necesidad del cambio, precisamente para que pueda persistir la Ley 

" EsMEiN, A., Eléments de Droit Constitutionnel. Tome 2°. Librairie Recueil 
Sirey, 1921, pág. 501. «Larsq'un peuple a choisi múrement une forma d'Etat deter­
miné... el est contraire d'inscrire dans sa Constitution la permission de demander 
a tout moment qu'on change cette forme». En el mismo sentido SCHMITT, C , La teoría 
de la Constitución, Alianza ed., Madrid 1982, pág. 120; BURDEAU, G., Traite de Science 
Politique. T. IV, Librairie Genérale de Droit et Jurisprudence, Paris 1969, pág. 252. 

'° SPAGNA MUSSO, E., Diritto Costituzionale. Vol. I, Padova, Cedam 1979, págs. 
143-144. 
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Superior. Ello no hace sino materializar la idea consagrada ya en la Cons­
titución francesa de 1793 en cuyo artículo 28 establece: «Un pueblo tiene 
siempre el derecho a cambiar, revisar y reformar su Constitución. Una ge­
neración no puede someter a sus leyes a las generaciones futuras», ge­
neralizándose la conciencia de que bajo ningún concepto puede entenderse 
la Constitución como ley permanente y eterna '®. La razón de esta afir­
mación obedece a tres motivos: 

a) por la necesidad de adaptación a la realidad sometida a continua 
evolución; 

b) por el envejecimiento de la norma fundamental a través del paso 
del tiempo; 

c) por las lagunas que se detectan en la Constitución a lo largo de 
su aplicación práctica. 

Frente a procesos constitucionales como el supuesto británico ^' 
donde al no existir un Código formal escrito, compatibiliza de manera ejem­
plar su permanencia adaptándose a la vez a las nuevas necesidades, las 
Constituciones escritas y rígidas manifiestan la tensión entre permanencia 
y cambio, de manera patente. 

Dicha tensión evidencia °̂ la inevitable tendencia de todo orde­
namiento a intentar conciliar ^̂  el aspecto estático de sus normas origi­
narias y las orientaciones impresas por las direcciones políticas que los 
órganos constitucionales formulan bajo el impulso dinámico de las fuerzas 
sociales. Pero más allá de la necesaria adaptación de estos factores —ma­
terializándose aquí muy especialmente dicha tensión—, parece primar la 
tendencia a la permanencia, cuando la adaptación del texto a las nuevas 
contingencias, tuviera por objeto una transformación que afectara a su ré­
gimen político o fórmula política ^°. Lo que es comprensible porque si el 
constitucionalismo se caracteriza, muy especialmente, por la dinamicidad " 
de su objeto, no puede por ello minusvaiorarse —a pesar de la dinámica 
de los procesos de integración, continuamente en cambio por la necesidad 

'° DE VEGA, P., La reforma Constitucional y ia probiemática del poder cons­
tituyente. Tecnos, Madrid 1985, pág. 59. 

" LUCAS VERDÚ, P., Curso de Derecho Político. Vol. II, Tecnos, Madrid 1977, 
pág. 646. 

'° BoBBio, N. y MATTEUCI, Diccionario de Política, pág. 377. 
" BRYCE, J., Constituciones flexibles y Constituciones rígidas. 2.' ed. Instituto 

de Estudios Políticos, Madrid 1962, pág. 138. 
^ LUCAS VERCÚ, P., Curso de Derecho Política. Vol. II, op. cit. pág. 428. 
''' HELLER, H., Teoría del Estado. 6.* reimpresión. Fondo de Cultura Econó­

mica. México 1942, pág. 267. 
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de incorporar en la Constitución jurídicamente normada, los elementos no 
normados— el carácter relativamente estático que la norma suprema 
asume, al traducirse en ella la decisión que el constituyente definió. 

¿Cómo superar, pues, la tensión existente derivada de la dialéctica 
permanencia-cambio constitucional? 

El concepto de estabilidad ¿asume un sentido quimérico en el ámbito 
constitucional? ¿cabe conciliar '^ el presupuesto de permanencia, al que 
tiende toda norma fundamental, con el de su propia transformación?, y en 
caso afirmativo, ¿hasta qué punto puede predicarse la permanencia de un 
texto constitucional que transforma sus postulados básicos? Parece que el 
significado de permanencia implica, tácitamente, la idea de subsistencia 
del núcleo esencial ^ de la Constitución, esto es, que las transformaciones 
que haya de experimentar el texto Constitucional, sean asumidas por éste, 
en tanto en cuanto permita seguir reconociéndose en aquél ias caracterís­
ticas propias que lo determinan, que son reconocidas por cierto sector de 
la doctrina como «superconstitución» '̂'. 

En este sentido cabria traducirse la dialéctica permanencia-cambio 
en verdadera estabilidad '^, que se proyectaría sobre la base de que el 
orden constitucional absorbiera tales transformaciones pero activando, a 
su vez, las fuerzas que hacen posible el mantenimiento del régimen político. 
Puesto que para que el régimen constitucional permanezca estable, esto 
es, que ia tensión permanencia-cambio se trueque en estabilidad consti­
tucional, es imprescindible ^ que se produzcan transformaciones internas, 
pero suponiendo ia continuidad de ciertas estructuras. 

Esta estabilidad se consigue cuando la Norma Suprema aparece, 
ante sus destinatarios actuales y los futuros, como relativamente objetivada 
y despersonalizada ^̂ , y sólo se logra su permanencia cuando puede man­
tenerse un equilibrio entre la normalidad y normatividad, durando así la 
norma más allá del momento presente, esto es, cuando consigue suscitar 
el sentimiento de adhesión constitucional '^. 

^ LUCAS VERDÚ, P., Cursos de Derecho Político. Vol. II, op. cit., pág. 647. 
'̂ DE VERGOTTINI, G., Derecho Constituciorial Comparado. Espasa-Calpe, Ma­

drid 1983, pág. 166. 
" BARILE, P., La constituzione come norme giuridica. Profilo sistemático. 

Firenze 1951, pág. 79 y ss. Barbera editore. 
'^ MoRLiNO, L., Cómo cambian los regímenes políticos. Traducción de GON­

ZÁLEZ ENCINAR y Centro de Estudios Constitucionales, Madrid 1985, pág. 130. 
'' Ibidem, pág. 131. 
" HELLER, H., Teoría del Estado. 6." reimpresión. Fondo de Cultura Econó­

mica, México 1942, pág. 273, op. cit. 
^ LUCAS VERDÚ, P., El Sentimiento Constitucional. Reus S.A., Madrid 1985, 

pág. 66 y ss. op. cit. 
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La dialéctica permanencia-cambio, no hace sino evidenciar la ten­
sión existente entre la Constitución material ^ subyacente y previa a la 
Constitución formal, y esta última. En la medida en que la Constitución 
material o sustancial se aleje más de los postulados de la Constitución 
formal, debido a los imperativos o intereses en juego, o simple evolución 
ideológica de las fuerzas sociales, que subsisten paralelamente a la vida 
de la Constitución formal, la brecha entre ambas se acentuará, traducién­
dose en un desequilibrio que agudiza la tensión dialéctica permenencia y 
cambio. 

Sí, por el contrario, la diferenciación entre la Constitución material 
y el Estatuto formal se identifican al punto de acoplarse, la dialéctica per­
manencia-cambio no suscitará desequilibrio alguno sino que discurrirán al 
compás de la Constitución integrada, en que Constitución material (equi­
parable a la idea de cambio) y Constitución formal (representativa de la 
noción de permanencia) conformarán un equilibrio estático. Las fórmulas 
de reforma que contemplan las Constituciones rígidas, se perfilan así como 
instrumentos idóneos para posibilitar el equilibrio entre la Constitución ma­
terial y la Constitución formal, permitiendo el acoplamiento de ésta a las 
evoluciones que la realidad social experimienta, pero sin desviarse de las 
decisiones constituyentes que fueron asumidas en su momento, traducien­
do así la Constitución material existente, como conjunto de datos precons-
titucionales a la Constitución formal. La fórmula revisora asume así el 
mérito °̂ de integrar en la realidad constitucional integral que promulgó 
HELLER, tanto la Constitución formal, como la resultante de las fuerzas 
extrajurídicas, en una totalidad constitucional equilibrada. En suma, sólo si 
se encara la función revisora, como auténtica actividad destinada a acoplar 
la Constitución formal y Constitución material, podrá en puridad hablarse 
de equilibrio en la dialéctica permanencia-cambio, en la que la reforma 
constitucional se perfila como una consecuencia de dicha tensión. 

Mientras que, si por el contrario, la función revisora, desvirtuando 
su ejercicio, pretende asumir competencias que sólo al poder Constituyente 
corresponden —por incidir en determinados aspectos fundamentales que 
identifican al ordenamiento—, todo posible equilibrio entre el grado de per­
manencia y cambio deseables se habrá escindido, pues lo que se produce 
es una supresión de la Norma Fundamental, con lo que toda pretensión de 
compatibilizar y armonizar la estabilidad y evolución del Instrumento Su­
perior, a través del dispositivo de reforma, se torna ineficaz. 

^ MoRTATi, C, La Constituzione in senso materiale. Gluffré ed., Milano 1940, 
pág. 204. 

^ GOMES GANOTILHO, J . J., Direito Constitucional. 2.' ed. Almedina. Coimbra 
1980, pág. 94. 
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II. LA REFORMA CONSTITUCIONAL. SU FUNCIÓN DE DEFENSA Y 
GARANTÍA DE PERMANENCIA Y SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL: 
FACTOR DETERMINANTE EN LA PROTECCIÓN DE LA FÓRMULA 

POLÍTICA O DE IDENTIDAD 

La pregunta que se formulara SCHMITT ^̂ : «Quién debe ser el guar­
dián de la Constitución» reflejaba, en el período de entreguerras, la insu­
ficiencia de la solución keiseniana de atribuir únicamente a un tribunal de 
justicia la función de defender la Norma Fundamental. El peligro que vis­
lumbraba Schmitt en tal atribución a la «Aristocracia de la toga» se explica 
por el temor a que se produjera una politización de la justicia, con el con­
siguiente desequilibrio en el esquema de distribución del poder. 

En el discurso pronunciado por GARCÍA PELA YO, con motivo de la 
solemne sesión de inauguración de nuestro Tribunal Constitucional ^̂  ma­
nifestaba que: «El Tribunal Constitucional, no es el único órgano encargado 
de velar y proteger la Norma Fundamental; ni la vía jurisdiccional, el único 
camino para su defensa». Por el contrario, como sostiene TOMÁS y VA­
LIENTE, hay otras instituciones a las que la Constitución encarga la misión 
de defenderla: el Rey, las Cortes, el Gobierno en determinados supuestos, 
el Defensor del Pueblo y las Fuerzas Armadas. 

Esta misma postura doctrinal es asumida por MORTATI ^ cuando se 
refiere a la función de garantía no jurisdiccional que se atribuye a la acti­
vidad de revisión. El mencionado autor concreta esta vía ajena al ámbito 
jurisdiccional en el reconocimiento de unos límites a aquélla, derivados, 
en parte, del más puro origen iusnaturalista que tuvo eco en el derecho 
positivo a partir de las cartas revolucionarias francesas, especialmente en 
el artículo 35 de la Declaración de los derechos del hombre y del ciudadano 
de 1793: «Quand le gouvernement viole les droits du peuple, I'insurrection 
est pour le peuple et por chaqué portion du peuple, le plus sacre des droits 
et le plus indispensable des devoirs». Es obvio que la reacción popular a 
la que se alude, sirve de apoyo para argumentar la exigencia a la conser­
vación de tales principios, que informan un ordenamiento constitucional. 

Esta aseveración coadyuva a matizar, al menos en parte, cuál debe 
ser el núcleo identificador de un determinado orden constitucional, irre-

'̂ SCHMITT, C , «Wver dolé der Hüter der Verfassung sein?, en Die Justiz 
1930-31. Helt 11-12, Bd. VI, 576-628. Cit. en Prólogo de P. de Vega en: La defensa 
de la Constitución. Tecnos. Madrid 1983, pág. 16. 

^ TOMAS Y VALIENTE, F., «La defensa de la Constitución», en Revista de De-
reciio Político. UNED, n.° 16. Invierno 1982-1933, pág. 188. 

^ MoBATi, C, Instituzioni di Diritto Pubblico. Tomo II, nona ediz. Padova, 
Cedam, 1976, pág. 1254. 
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ductible, en consecuencia, por vía de revisión. Esto es, un contenido es­
pecífico esencial, respecto al que puede y debe ser reconocido un límite al 
poder de revisión. Su explicación obedece al hecho de que dejar la puerta 
abierta a cualquier modificación que pueda aplicarse a los derechos fun­
damentales, —sin entrar de momento en otros aspectos— obra en contra 
de la función de reforma, mientras que por el contrario, si se sustraen de 
cualquier posible revisión determinados contenidos constitucionales, sí 
cabe, entonces, afirmarse que el dispositivo de revisión opera paralelo al 
de garantía del texto. 

Cuando en las Constuticiones alemanas del siglo xix se prevé, junto 
a otras garantías, un Tribunal de Justicia Constitucional para la protección 
judicial de la Constitución, se refleja claramente que tal protección judicial 
de la Norma Suprema no configura sino un sector más, de las instituciones 
de defensa y garantía instituidas a tal fin, pero revelando, a su vez ^ , el 
carácter limitado que la institución del Tribunal Constitucional asume, de­
jando en consecuencia la puerta abierta a otros métodos y tipos de garan­
tizar la Constitución. 

La amplitud del concepto con que se entiende la garantía de la Cons­
titución, influye de forma decisiva para que la delimitación de las institu­
ciones Implicadas en tal fin, sea de difícil identificación, a lo que sin duda 
coadyuva, como indica DE OTTO ^ el hecho de que la noción de garantía 
constitucional integra dos objetos de protección: el que deriva de la infrac­
ción de la Constitución, y por otra parte, el que se refiere a la garantía de 
permanencia del orden constitucional subyacente, con la consiguiente de­
fensa del mismo, frente al cambio. 

En este contexto de reconocimiento de los instrumentos institucio­
nales garantlzadores de la supremacía constitucional, de carácter pluri­
valente y no exclusivo de un único órgano, se sitúa el Instituto de revisión 
constltucionai que poseen las Constituciones rígidas, al establecerse en él 
unas exigencias específicas para su modificación, cuyo procedimiento más 
o menos agravado, configura un medio idóneo para asegurar una relativa 
estabilidad del Código Fundamental. De esta forma, la rigidez de la Cons­
titución —reflejada en la cláusula de reforma al objeto de impedir la libre 
modificación por el legislador ordinario— se revela como un instrumento 
adicional, de carácter no jurisdiccional, y de extraordinaria importancia en 

*• ScHMiTT, C, La defensa de la Constitución. Tecnos, Madrid 1983, pág. 41. 
No deja de ser significativo el ejemplo brindado por la Constitución Wurtemburguesa 
de 1819, cuyo artículo 195 referente a la protección judicial, distingue otras Insti­
tuciones que coadyuvan a tal fin, soslayándose la exclusividad de la institución 
judicial. 

^ DE OTTO PARDO, I., Defensa de la Constitución y partidos politices. Centro 
de Estudios Constitucionales, i\^adrid 1985, pág. 12. 
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el objetivo de garantizar el texto constitucional ^ , proyectándose en la de­
fensa de la permanencia de la Constitución material —^fórmula política— 
frente al cambio. 

La reforma constitucional adquiere, así, un relieve singular en el fin 
concreto de proteger la fórmula política en que cristalizó aquella Consti­
tución material en forma jurídica, a través de la Constitución formal. La 
existencia del instituto de reforma constitucional proyecta así una virtual 
labor defensora de la Constitución, ya que pretende asegurar a ésta frente 
al cambio ^̂ , sobre la base de conferir permanencia e inmutabilidad a los 
principios que configuran el fundamento nuclear del Orden Constitucional, 
o elemento identificador del texto. 

Y no podría ser de otra manera, porque la propia noción de reforma 
constitucional viene delimitada por un perfil preciso: no cabe confundir 
cambio y modificación ^ de la Norma Superior, pues su efecto seria el de 
una revolución y una nueva decisión constituyente, con lo que iría en contra 
de la Idea de protección y defensa del ordenamiento, que el instituto de 
revisión asume; de manera que la función de defensa que proyecta el ins­
tituto de revisión se reflejará en la autorización a producir determinadas 
reformas parciales que no afecten a la fórmula política, pero no en permitir 
cualquier cambio que incida en el núcleo esencial. 

a) Justificación de la Reforma Constitucional como instrumento de 
defensa y garantía no jurisdiccional de la Constitución 

Determinadas afirmaciones o definiciones constitucionales son es­
pecialmente relevantes, no por el simple hecho de regular competencias 
concretas, normas técnicas individuales, ni siquiera por constituir una base 
material para la atribución de las funciones estatales ^^ sino que su ver­
dadero alcance es: que el Estado define a través de éstas, su propio ser y 
su esencia. 

En este sentido, la idea de garantía, en sentido amplio, va referida 
a la protección de éstas contra todo tipo de eventualidades. A tal fin, todo 
orden jurídico establece un instituto jurídico al que atribuye, de forma es-

^ GOMES CANOTILHO, J . J., Direito Constitucional. 2.' ed., Almedina, Coimbra 
1980, pág. 473, op. cit. 

" DE OTTO PARDO, I., Defensa..., op. cit., pág. 13. 

* CAPITANT, R., Ecrits constitutionneis. Ed. Centre National de la recherche 
sclentifique, Paris 1982, pág. 327. 

^ SMEND, R., Constitución y Derecho Constitucionai. Centro de Estudios 
Constitucionales, Madrid 1985, pág. 227, op. cit. 
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pecífica, esa función garantizadora ^ destinada a prevenir posibles desvíos 
de la finalidad del ordenamiento. 

Sin embargo, la comprobación de que la vía jurisdiccional no agota 
la función de garantía a la que está sujeta toda Norma fundamental, hace 
obligada referencia a la justificación del instituto de reforma como otro ins­
trumento, asimismo idóneo, al objeto de proteger el Ordenamiento Cons­
titucional. No en vano algunos ordenamientos, como en el caso italiano, 
incluyen en el mismo título ambos supuestos: el título VI dedicado «Alie 
garanzie costituzionale», integra tanto la disciplina de los órganos de jus­
ticia constitucional, como la que se refiere al procedimiento de revisión 
constitucional. 

El fundamento que explica su justificación, podemos entenderlo, si­
guiendo a MORTATI ", en base a las siguientes consideraciones: 

a) En primer lugar, porque siendo el propio procedimiento de re­
visión constitucional un elemento constitutivo de la Constitución formal, di­
fícilmente podría considerársele ajeno a la noción de garantía y protección 
del ordenamiento constitucional. 

b) En segundo término, el instituto de revisión constitucional jus­
tifica, asimismo, su función coadyuvante de garantía de la Constitución por­
que sustrae a las leyes de grado inferior toda posibilidad de invadir la 
competencia de la norma de grado superior, tendiendo así a preservar la 
identidad e integridad del documento en el cual se consagra la suprema 
voluntad del Constituyente. 

c) Otra razón o argumento que justifica la función garantizadora 
que asume el instituto de reforma, viene determinada por servir de vía en 
virtud de la cual, se sustraen de la autoridad del juez constitucional los 
actos del órgano de revisión, como medio de máxima defensa del núcleo 
fundamental que caracteriza una determinada Constitución, con lo cual se 
consigue, indirectamente, soslayar el peligro que engendra su atribución "̂  
a la protección judicial. 

d) En tercer lugar, por la razón que se deriva de la propia noción 
de la función de revisión, pues al entenderse ésta como una actividad que 
tiene por objeto, no sólo posibilitar la adaptación de la norma a las nuevas 

•" GALEOTTI, V., «La garanzia costituzionale», en Scritti peí docennale. III, 
pág. 465, cita MORTATI, Istituzioni di Diritto Pubblico. T. II, nona ed. Padova, Cedam 
1976, pág. 1.224. 

" MORTATI, C , Istituzioni di Diritto Pubblico. T. II, nona ed. Padova-Cedam. 
1976. pág. 1223 y ss, op. cit. 

" ScHMiTT, C, La defensa de la Constitución, op. cit., pág. 41. 
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exigencias sobrevenidas en el marco sociopolítico en que aquélla se in-
cardina, sino también preservar la parte estable de la Norma Superior, y 
no sólo por las especiales dificultades procedimentales de las que se halla 
investida a tal fin, sino, además, por el sentimiento de responsabilidad que 
suscita en las clases políticas interesadas en la conservación de la Cons­
titución. Lo cual se hace específicamente patente, precisamente por el ca­
rácter de subordinación que, en todo caso, asumen las leyes de revisión 
—emanadas de un órgano constituido— respecto a la norma fundamental, 
como resultado que es del poder constituyente. 

e) Por último, porque el propio agravamiento del procedimiento es 
en sí una propia función de garantías "" —independientemente de la exis­
tencia de otros controles jurisdiccionales— que actúa como mecanismo 
autónomo. El órgano constituyente, al cesar de existir en el momento mismo 
en que se consolida su obra, debe confiar a otros la custodia de la misma, 
para que permanezca la voluntad constituyente expresada, proveyendo en 
consecuencia los medios de revisión que contribuyen a conservar el ele­
mento que identifica la Constitución. 

En nuestro ordenamiento la función de defensa que lleva a cabo la 
reforma constitucional, habrá de conectarse con el precepto definido por 
artículo 9.1 porque parece reflejarse claramente en él la expresión «Cons­
titución» diferenciada de la de el «resto del ordenamiento jurídico», de for­
ma que, como señala DE OTTO ^ puede referirse con el primer término a 
la idea de Constitución material. De manera que difícilmente podría sos­
tenerse que lo que se preceptúa en el mencionado artículo 9.1 —que coad­
yuva a la defensa del Código Fundamental— entrará en contradicción con 
el artículo 168; al no establecerse limites absolutos a la función de revisión: 
«La defensa de la Constitución, por tanto, sólo puede estimarse equilibrada 
y lógicamente coherente —dice el autor— si la Constitución sustrae a la 
disponibilidad del legislador aquellos preceptos que positivizan el núcleo 
del orden constitucional de cuya defensa se trata». 

b) La reforma Constitucional como Instrumento explícito de protección 
de la fórmula política o de la Identidad de la Constitución 

Reconocida la función de defensa de la Norma Constitucional que 
asume el instituto de reforma que contemplan las Constituciones rígidas. 

" MoRTATi, C , Scritti sulle fonti del diritto e suH'interpretatione. Vol. II, Mi­
lano. Giuffré edit. 1972, pág. 17. En el mismo sentido: SPAGNA MUSSO, E., Diritto 
Costituzionale. Principio generaii. Padova-Cedam, 1979, pág. 103. 

** DE OTTO PARDO, I., Defensa de la Constitución y partidos políticos, op. cit., 
pág. 26. 
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proyectándose dicha protección muy específicamente en lo que configu­
ra la «Constitución de la Constitución», en feliz expresión del profesor 
GARRORENA, habrá de referirse a los modos en que esta función protec­
tora se manifiesta. 

En este sentido, la defensa de la Constitución a través de la reforma 
constitucional como instrumento explícito, consistirá en una prohibición de 
cambio de las normas constitucionales de derecho positivo *^ cuando éste 
formula, de manera expresa, las normas —la fórmula política— cuyo cam­
bio prohibe, intentando garantizar así su permanencia, y cuya alteración 
supondría un atentado a la médula misma del orden constitucional ''^ 

Un ejemplo representativo de este supuesto lo configura la Ley Fun­
damental de Bonn en cuyo artículo 79.3, se contempla con claridad la fun­
ción de defensa de lo que configura el núcleo fundamental que identifica 
dicho ordenamiento constitucional: «Es inadmisible toda modificación de la 
presente Ley Fundamental que afecte a la división de la Federación de 
Estado o al principio de la cooperación de los Estados en la legislación o 
a los principios consignados en los artículos 1.° y 20.» La caracterización 
de la función de defensa aquí perfilada mediante el dispositivo de revisión, 
excede de la simple dificultad de un reforzamiento de la rigidez para el 
supuesto de modificación constitucional, asumiendo tal prohibición, por el 
contrario, un carácter absoluto, que identifica expresamente el núcleo in-
traspasable e inmodificable de la Constitución. 

Lo mismo cabe afirmarse del artículo 89, in fine de la Constitución 
Francesa de 1958 que prohibe expresamente la revisión de la forma re­
publicana de Gobierno; o en el supuesto italiano de 1947 cuyo artículo 139 
sustrae expresamente la forma republicana de objeto de revisión. 

La inclusión de determinadas cláusulas de intangibilidad en el ins­
tituto de revisión, responde, pues, a la idea de defensa que la función de 
reforma ejercita en torno a la Norma fundamental. Aquéllas actúan como 
instrumentos protectores " de la fórmula política del ordenamiento, garan­
tizando, frente a hipotéticas reformas, un núcleo o reducto mínimo inque­
brantable de las premisas que configuran el «carácter legitimador, funda-
mentador e interpretador de todo el ordenamiento jurídico». 

•̂  DE OTTO PARDO, I., Defensa de la Constitución y partidos políticos, op. cit., 
pág. 13. 

•̂  DE VEGOTTINI, G., Derectio Constitucional Comparado. Espasa-Calpe, Ma­
drid 1983, pág. 188, op. cit. 

" LUCAS VERDÚ, «La fórmula política», en Estudios sobre el proyecto de Cons­
titución. Centro de Estudios Constitucionales, Madrid 1978, pág. 25, op. cit. 
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c) La reforma constitucional como instrumento implícito de la protección 
de ia fórmula política o de identidad de ia Constitución 

Pero la cláusula de reforma proyecta, asimismo, una función de de­
fensa de la Constitución al margen de su formulación expresa. Esto es, la 
actividad de defensa, a través del instituto de reforma, cabe construirse 
también dogmáticamente ^, es decir, sin que medie formulación expresa 
de límites al poder de revisión, para asegurar, de manera concisa, la ga­
rantía de permanencia del núcleo sustancial de la Constitución. Esto se 
explica porque, como sostiene DE OTTO '^, el objeto de la defensa de la 
Constitución no está configurado únicamente por las normas de carácter 
positivo del derecho Constitucional, sino que se proyecta en orden a la 
permanencia y protección de la Constitución material subyacente, como 
fuente inspiradora del acto de decisión constituyente ^. Según esta formu­
lación, la función de defensa entendida de forma implícita, a través del 
instituto de reforma, se proyectaría, no ya como sucedía en el supuesto que 
vimos anteriormente, a través de las normas jurídicas del derecho positivo 
constitucional, sino por medio de la fórmula política configuradora de un 
determinado régimen, al que dan forma concreta aquellas normas positi­
vas. 

A tal fin, no cabría más alternativa que la de reconocer la existencia 
de unos límites implícitos que —al margen del silencio constitucional— 
habrán de considerarse como existentes y latentes en el telos constitucio­
nal, al objeto de garantizar y proteger el elemento identificativo de la norma 
suprema. 

Así, por ejemplo, la proclamación del carácter absoluto de los de­
rechos de la persona que prescribe el artículo 2 de la Constitución Italiana, 
justificaría la afirmación °̂  de que, impuestos por el constituyente, pueden 
ser sustraídos al poder de revisión al objeto de garantizar la suprema ma­
nifestación de la voluntad del Estado. 

" DE OTTO PARDO, I., Defensa de la Constitución y partidos politicos, op. cit., 
pág. 13. 

* Ibidem, pág. 13. 
^ MoRTATi, C , Studi sul potere costituente e sulla riforma costituzionale de-

llo Stato, Raccolta di Scritti. Vol. I, Milano, Giufrré edit., 1972, pág. 319. 
=' Ibidem, pág. 319. 
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d) Posible incongruencia en la función de defensa no jurisdiccional 
observada por el ordenamiento Constitucional español 

Se lia dicho que de las normas programáticas de la Constitución se 
deriva un vínculo para el legislador, que por la naturaleza de la fuente de 
la que aquéllas proceden, implican una obligatoriedad para los órganos 
legislativos en el ejercicio de su actividad ° ,̂ a tenor de las directrices es­
tablecidas en tales normas. De esta forma, el Estado mismo se sujeta a 
perseguir ciertos fines, quedando obligado frente a la Constitución y a la 
colectividad, a asumir la protección de tales objetivos. 

Tal es el supuesto de artículo 3, párrafo segundo de la Constitución 
Italiana: «Es misión de la República remover los obstáculos de orden eco­
nómico y social, que, limitando de hecho la libertad y la igualdad de los 
ciudadanos, impiden el pleno desenvolvimiento de la personalidad humana 
y la efectiva participación de los trabajadores en la organización política y 
social del país». Y en el mismo sentido hay que mencionar el artículo 4 de 
la Constitución Italiana de 1947: «La República reconoce a todos los ciu­
dadanos el derecho al trabajo y promueve las condiciones que hacen efec­
tivo este derecho». 

El reconocimiento, pues, por parte del Estado de determinados fines 
a cuya consecución van dirigidas tales normas programáticas, habrá que 
relacionarlo con la Constitución en sentido material °̂  que caracteriza un 
determinado tipo de régimen, y a la que se reconoce eficacia jurídica vincu­
lante y decisiva en la entera acción estatal " . 

Al expresar estas normas o principios los fines caracterizadores de 
la constitución material, o fórmula política, dada su inserción en el texto 
fundamental °^ obligan a los poderes públicos a su obediencia. 

Esta circunstancia cabe, asimismo, predicarse de nuestro propio or­
denamiento, en cuyo artículo 9.1 se establece la sujeción a la Constitución 
—y por tanto a los fines a que tienden los principios constitucionales— así 
como la remoción de los obstáculos que los dificulten, artículo 9.2. 

°' CRISAFULLI, V., «Le norme programatiche della constituzione», en Studi di 
Diritto constítuzionale in memoria de Luigi Rossi. Giuffré ed. Milano 1952, op. cit., 
pág. 71 y ss. 

^ Ibidem, pág. 79. 
*• DE VERGOTTINI, G., Derecho Constitucional Comparado. Espasa-Calpe, Ma­

drid 1983, pág. 143, op. cit. 
^ LUCAS VERDÜ, P., Curso de Derecho Político. Vol II, Tecnos, Madrid 1977, 

pág. 79, op. cit. 
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De esta manera, el propio ordenamiento jurídico parece proyectarse 
positiva y negativamente a la consecución de los fines propuestos a través 
de determinadas normas programáticas, lo que se traduce, de alguna for­
ma, como un compromiso de protegerlas y garantizarlas ^. 

Es precisamente en este punto concreto donde surge la posible di­
vergencia de la función de defensa no jurisdiccional a la que se encuentra 
sometido nuestro ordenamiento constitucional. 

Pues, si de una parte, se tiende a la consecución de aquellos fines 
formulados a través de los principios y, a cuyo objeto el artículo 9.1 y 2 
establece sus medios, positiva y negativamente, como vimos, no deja de 
constituir una contradicción el hecho, en virtud del cual, algunos de los 
mecanismos jurídicos de defensa de la Constitución, estén al servicio de 
la protección de los valores políticos " — q u e al informar el ordenamiento, 
conducen, al combinarse ^ , al establecimiento de los principios que inte­
gran la fórmula política—, así como de los principios que legitimen el sis­
tema constitucional, y que paradójicamente no queden éstos igualmente 
amparados por la clausula de reforma —que configura uno de los medios 
claves, como vimos con anterioridad, no jurisdiccionales, en la función de 
defensa de la Constitución^— a través de un límite absoluto, que afecte a 
la fórmula política, en la cual cristalizan aquellos valores y principios del 
ordenamiento, dejando en consecuencia sin la debida garantía el núcleo 
del ordenamiento cuya defensa se pretendía con el artículo 9.1 y 2 de la 
Constitución Española °̂ . 

Cualquier invocación a la garantía que pudiera derivarse de la cláu­
sula de cuasi-intangibilidad ^ que se contempla a través del procedimiento 
superagravado de revisión que prescribe el artículo 168 CE, parece, a nues­
tro juicio, insuficiente, pues como DE OTTO ^' aduce, la garantía de dicha 
clausula cuasi-intangible, podría vulnerarse, si el procedimiento complejo 
del artículo 168 —que en principio pretende consolidar la defensa de la 
fórmula política que identifica la Constitución material, se reforma, a su 
vez, por la vía del 167 CE. 

* CRISAFULLI, V., «Le norme programatiche della costltuzione», op. cit., pág. 
79. 

^' DE VEGA, P., «Supuestos políticos y criterios jurídicos en la defensa de la 
Constitución: algunas peculiaridades del ordenamiento constitucional español», en 
Revista de Política Comparada. Universidad Menéndez Pelayo. Primavera-Verano 
1984, n.° 10-11, pág. 413. 

* DE ESTEBAN, J., £/ régimen Constitucional Español. Vol. I. Labor, Barcelona 
1980, pág. 53. 

°° DE OTTO PARDO, I., Defensa de la Constitución..., op. cit., pág. 27. 
^ DE VEGA, P., «Supuestos políticos y criterios jurídicos...», op. cit., pág. 407. 
°' DE OTTO PARDO, I., Defensa de la Constitución..., op. cit., pág. 29. 
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Lo que, en suma, conduciría al poco recomendable resultado de que 
la defensa no jurisdiccional que debiera observar el instituto de reforma, 
quedara vacfa de contenido, al no contar con una verdadera garantía de 
los postulados en que resposa la fórmula política como elemento identifi-
cador del ordenamiento; pero además, una clara contradicción con el com­
promiso contraído, según el artículo 9.1 y 2, por parte de los ciudadanos y 
poderes públicos para que los valores y principios de la Constitución pue­
dan alcanzarse, lo cual, como vimos líneas antes, se traduce en un com­
promiso de protección y garantía de los mismos, tanto por parte de los 
ciudadanos como por parte de los poderes públicos. 

La función de defensa asumida por la reforma constitucional se re­
vela, pues, como el instrumento idóneo que en la dialéctica permanencia-
cambio, posibilitará la superación ^̂  de las crisis evidenciadas en el or­
denamiento, pero sin, llegar a modificarlo en sus presupuestos esenciales, 
manifestándose así como la contestación más conveniente a la demanda 
de la organización fundamental del Estado, ya que se conjuga la introduc­
ción de los mecanismos útiles que devuelven la estabilidad al orden cons­
titucional, pero Impidiendo a su vez su desconstituclonalización ^. En 
suma, la función de defensa, proyectada liacia la permanencia de la Cons­
titución material se perfila como la síntesis del equilibrio en la ingeniería 
constitucional, pues de otra forma se produciría el resultado de un orde­
namiento entendido como conjunto de normas, de entes, de institutos que 
traducirían un significado parcial y no unitario ^ frente a la aspiración de 
unidad a la que tiende la Constitución material. 

La materialización práctica de la previsión de defensa de la Cons­
titución, a través del instituto de reforma, vendrá determinada, por el re­
conocimiento de la existencia de unos límites al poder de revisión, a los 
que se refieren, en general, los sostenedores de la supremacía de la Cons­
titución material, para garantizar la continuidad del núcleo esencial cuya 
alteración supondría un nuevo ejercicio del poder constituyente y no del de 
revisión ®̂  

Desde esta óptica, la concepción garantística se inspira —como adu­
ce ROLLA ^ — en la tendencia a la que propende la Constitución material. 

^ ROLLA, G., Riforma delle istituzione e Costituzlone materiale. Giuffré edit. 
Milano 1080, pág. 138. 

" Ibidem, pág. 139. 
" BARTOLE, S., «Costituzione materiale e raglonamiento glurldlco «en Diritto 

e Societa, pág. 622. Sagglo g. posteriormente seria recogido en los Scritti in qnore 
di Verzio Crisafulli. 

^ NovissiMO DiGESTO ITALIANO XV. Barile-De Siervo. Voz: Revisione della Cos­
tituzione, pág. 776. 

* ROLLA, G., op. cit., pág. 102. 
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al fin de posibilitar la continuidad de los valores que han dado origen a la 
actividad constituyente. 

IDENTIDAD CONSTITUCIONAL: LA FÓRMULA POLÍTICA COMO 
ELEMENTO OBJETIVO DE IDENTIDAD CONSTITUCIONAL 

Partiendo de la noción de que la Constitución material no se iden­
tifica necesariamente con la Constitución formal por las razones que, como 
vimos anteriormente, provocan la tensión en la dialéctica permanencia-
cambio a que se encuentra sometida la realidad constitucional; resulta im­
prescindible arbitrar un medio de adecuar estas posibles divergencias, 
pero de manera que no produzca, a su vez, el resultado de desdibujar los 
presupuestos básicos que, preexistiendo a la Constitución formal, influye­
ron decisivamente en la formulación de ésta ". Esta adecuación garantizará 
la supervivencia de una Constitución material viva ^ , que habrá de mani­
festarse como una salida al positivismo escrito, integrando a su vez, los 
datos sociales existentes en el momento del acto constituyente ®̂  —ante­
riores a la norma fundamental— y que subsisten a lo largo de la vida cons­
titucional de ésta. 

¿Cómo actuar la norma suprema para que no se impida su evolución, 
pero sin que aquélla pierda su identidad? 

El nacimiento de la Norma Fundamental se traduce en la plasmación 
en ella de las opciones fundamentales sobre la organización del Estado 
—Comunidad y Estado— aparato ™, quedando sujetas a aquel núcleo ori­
ginario, resultante del juego de las fuerzas políticas que se mueven en la 

°' MoRTATi, C , La Costituzione in senso materiale. Milano. Giuffré, ed. 1940, 
pág. 208, op. cit. 

" GOMES CANOTILHO, J . J., Direito Constitucional. 2.' ed. Almedina. Coimbra 
1980, pág. 89, op. cit. 

°̂  MoRTATi, C , Studi sui potere constituente e sulla riforma constituzionale 
dello stato. Vol. I. Milano, Giuffré ed. 1972, pág. 319, MORTATI afirma que el consti­
tuyente asume una solemne proclamación de principios que afirman la individua­
lidad del nuevo orden, distinguiéndole así de otra que caracterizaría a otro orde­
namiento asumiendo la función de fuente, que requiere, en consecuencia, proceder 
a la formulación del nuevo orden, con referencia a las premisas fundamentales 
adoptadas por el constituyente. 

™ DE VERGOTTINI, G., Derecho Comparado. Espasa-Calpe, Madrid 1983, pág. 
136, op. cit. 
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Comunidad ' \ Esto es, en otras palabras, la síntesis o selección básica de 
todos los demás principios de la convivencia social y jurídica. 

Efectivamente, si en algún momento es posible que exista la, a nues­
tro juicio, utópica circunstancia de que el equilibrio de la dialéctica per­
manencia-cambio, se torne real, será, con seguridad, el momento más 
próximo al acto constituyente. Pues, al quedar éste condicionado por la 
realidad subyacente de las fuerzas sociales preconstituclonales, lo más 
seguro es que, al menos al principio, exista una cierta armonía entre la 
Constitución material y la Constitución formal. 

Sin embargo, el mero desarrollo constitucional a lo largo del tiempo, 
al estar sometido a los acontecimientos contingentes que hacen evolucio­
nar las fuerzas sociales, produce el efecto de que, lo que al comienzo se 
manifestaba como equilibrio estable entre la realidad social configurada 
de la Constitución material y la Constitución formal, se torne insúflente, 
evidenciándose de nuevo la tensión permanencia-cambio. 

Esto no hace sino poner de manifiesto una realidad inevitable a lo 
largo de la historia del constitucionalismo. 

Pues bien, considerando como inevitable el desequilibrio o desar-
monia entre la Constitución material y la Constitución formal, que habrá de 
producirse tarde o temprano, de lo que se trata es de limar o minimizar al 
máximo la tensión entre la Constitución material y la Constitución formal. 
Lo cual será posible si se modifica la Constitución, pero, y siempre que tal 
reforma se produzca en base a unos parámetros concretos que encaucen 
de nuevo de forma armónica y coherente la Constitución material y la Cons­
titución formal. Esos postulados habrán de ser aquellos en los que se ma­
nifestó la obra constituyente. 

El cauce, pues, que posibilitará la actuación de la Norma Suprema 
para compatibilizar la dicotomía evolución-permanencia no puede, a nues­
tro juicio, ser otro que el reconocimiento del núcleo sustancial, «Presuposto 
esenciale e irreductibile» ' ^ fórmula política '^, como referencia clave que 
marca y define los parámetros que delimiten la permanencia y/o cambio 
constitucional, siendo secundario que esté implícita o explícita en el texto 
constitucional ^*. En esta misma línea se sitúa MORTATI ^^, cuando reco-

" ZANGARA, V., «Constituzione materiale e Costltuzione convenzionale», en 
Scritti en onore de C. Mortati. Vol. I, pág. 33. 

" CRISAFULLI, V., «Por una teoría glurldica deil' indlrizzo político», en Studi 
Urbaniti, 1939, XVII, pág. 64, nota 45. 

" LUCAS VERDÚ, P., Curso de Derecho Político. Vol. II, Tecnos, Madrid 1977, 
pág. 428, op. cit. 

" BiDART CAMPOS, G., Doctrina del Estado Democrático. Ediciones jurídicas 
de Europa y América. Buenos Aires 1961, pág. 127. 

" MORTATI, C , Appunti di corso di Istituzioni di Diritto Pubblico 1948-1949. 
Padova-Cedam 1949, pág. 375. 
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noce la imposibilidad de la estabilidad absoluta de la estructura constitu­
cional, debido a las adaptaciones que han de operarse en ésta, pero sin 
embargo, paralelamente afirma que éstas transformaciones no podrán pro­
ducirse de manera que produzcan una afrenta o ataque a lo que configura 
el núcleo auténticamente basilar de la ConstiHución que define la esencia 
de un determinado orden y cuyo cambio supondría ia caída de todo el orden 
al que la sirve de apoyo y fundamento. De esta afirmación se desprende 
la consecuencia siguiente: que la función revisora deberá ceñirse a los 
postulados fundamentales que la actividad constituyente determinó, de for­
ma que el núcleo sustancial o básico de cada ordenamiento, habrá de coin­
cidir precisamente con el límite o límites que puedan oponerse a la función 
revisora. En otras palabras, los límites materiales, ya sean expresos o im­
plícitos, a ia actividad revisora, corresponden precisamente ai elemento 
identificado de un orden fundamental. 

a) Concepto de la fórmula política como elemento objetivo de identidad 

La noción y estudio de la fórmula política, objeto de brillante trata­
miento por el profesor LUCAS VERDÚ, configura el compendio de los datos 
preconstitucionales que inspiró la obra constituyente, por lo que podría ser 
identificada con la Constitución en sentido material ®̂, entendida como 
«aquel núcleo essenciale di finí e di forze che regge ogni singólo ordina-
miento positivo». Así lo reconoce CRISAFULLI ^' cuando se refiere a la 
asunción, por el Estado, de ciertos fines que relaciona con la Constitución 
en sentido material, que caracteriza un determinado régimen político y a 
la que se reconoce eficacia jurídica vinculante. 

Esta noción de régimen, definido a través de los fines de la Cons­
titución material, es asimismo afirmada por CHIARELLI *̂ cuando la explica 
como, «L'insieme degli istituti giuridici coordinati alio scopo dell'attuazione 
di una determínate conzecione política dello Estato e della Societa». 

La representación de lo que configuran los factores extrajurídicos 
que, en un momento histórico, se unifican en un modo unitario, a través de 
las fuerzas sociales que interpretan los intereses de la comunidad política. 

™ MoRTATi, C, La costituzione in senso materiale, op. cit., pág. 87. 
" CRISAFULLI, V., «Le norme programatlche della Costituzione», en Studi di 

Diritto Costituzionale, in memoria de Luigi RossI. Giuffré, Milano 1952, pág. 71 y ss, 
op. cit. 

™ CHIARELLI, G., Concetto di «Regime» nel diritto pubblico. Archivo Giuridico, 
1932, pág. 212. 
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vendría definida por la Constitución material. Esto la convierte en la fuente 
social primigena de la Constitución formal. 

Este es el sentido que CROSA '^ le atribuye, cuando se refiere al fin 
político de la Constitución, al afirmar que la Constitución se presenta como: 
«Un complesso di principio diversi, fra loro coordinati e collegati, ctie ser-
vano per il conseguimento di un fine político prominente nel momento sto-
rico in cui la Costituzione si attua». 

La traducción jurídica de la Constitución material, en la Norma Fun­
damental formal, cristaliza en la fórmula política en que se refleja aquella 
realidad existente, previa a la decisión constituyente. 

La fórmula política se traduce como el dispositivo jurídico esencial, 
que trasciende del significado meramente sistemático, proyectándose como 
una manifestación jurídica de la voluntad unitaria que subyace en el or­
denamiento, y que se conecta con la legitimidad del mismo °°. Se revela, 
así, como la base medular de la Constitución, de forma que: «Actuando la 
fórmula política, y los valores políticos contenidos en la Constitución», se 
verifica auténticamente la defensa de la misma en la dialéctica permanen­
cia-cambio. 

La transfiguración de la Constitución material en fórmula política no 
implica, en todo caso, la desaparición de aquélla, que subyace, permane­
ciendo siempre en un plano distinto a la Constitución formal. 

La conexión entre ambas, podría reflejarse en base a relacionar 
la Constitución material con la que configuraría la fórmula política pre-
constitucional ", que una vez reflejada en el plano jurídico, mediante la 
Constitución formal, se convierte en fórmula política propiamente dictia. 

En esta opinión convergía MOSCA *̂  al referirse a que, cuando un 
determinado sistema de ideas políticas proyecta su influencia sobre el orde­
namiento, imprime en éste su fórmula política específica, identificándolo. 

Aflora bien, hay que señalar que el pensamiento de Mosca no lle­
gaba al extremo de la incorporación propiamente jurídica de la fórmula 
política. 

™ CROSA, E., «II fattore político e le costituzione», en Scritti in onore di Oreste 
Ranelletti, Padua 1931, pág. 153. 

" LUCAS VERDÚ, P., «Problemática actual de la justicia Constitucional y del 
examen de la Constitucionalidad de las leyes», en Boletín informático del Seminario 
de Derecho Político. Salamanca, mayo-octubre 1957, pág. 107. 

" CANOSA USERA, R., Identidad constitucional, Interpretación y fórmula po­
lítica de la Constitución. Tesis Doctoral, Dirigida por el Profesor Lucas Verdú. Uni­
versidad Complutense, Madrid 1986, pág. 382. Publicada por el Centro de Estudios 
Constitucionales, Madrid 1989. 

" . MOSCA, C , Sulla teoría del governl. Milán, Instituto editoriale scientifico, 
1925. 
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En otro caso, es perfectamente acoplable su pensamiento como pre­
cedente del significado jurídico con que posteriormente se reconoce a la 
fórmula política, al considerarla como el instrumento jurídico en que cris­
talizaría la Constitución material, de carácter extrajurídico. 

Así, la decisión que adoptó la comunidad de convertirse en forma 
jurídico-política (Constitución), pasa, «De ser un proceso natural: el deseo 
sentido por la comunidad de ser y estar en Constitución, a su racionali­
zación a través del derecho» ®̂ ; 

Esto conduce a que las modificaciones de prescripciones légales-
constitucionales que han asumido un valor emblemático —como conse­
cuencia de servir de fundamento a la Constitución material— en la inge­
niería constitucional ^ del poder constituyente, integrando el elemento 
identificador específico de un determinado orden constitucional, cuya con­
culcación volvería a éste irreconocible, supongan, no una actividad sim­
plemente revisora, y por ello atribuible al órgano constituido que opera la 
revisión, sino que transciende la actividad conferida a éste, para configurar 
función del poder constituyente como legítimo poder capacitado para pro­
nunciarse al respecto. La variación del contenido de la Constitución 
material trasciende del órgano de revisión, ya que ésta está íntimamente 
vinculada al acto de decisión de la voluntad política de una determinada 
comunidad *°: «Una facultad de reformar la Constitución, significa que una 
o varias prescripciones legal-constitucionales pueden ser sustituidas por 
otras, pero sólo bajo el supuesto de que queden garantizadas la identidad 
y continuidad de la Constitución como un todo». 

Por consiguiente ^ cuando se producen modificaciones que prescin­
den del respeto de las líneas esenciales del ordenamiento —o sea de la 
Constitución material—, se pierde la identificabilidad del Estado superior, 
subsistiendo, por el contrario, su identificabilidad, siempre que no se vul­
nere la Constitución material. 

Pero el sentimiento que la norma suprema abriga no siempre es 
uniforme. Si la adhesión que suscita la norma " no se refleja en la Co-

"^ LUCAS VERDÚ, P., El sentimiento constitucionai. Reus, S.A., Madrid 1985, 
pág. 68, op. cit. 

" ROLLA, G., Riforma delle istituzioni e Costituzione materiale. Giuffré, Mi­
lano 1980, pág. 135 y añade el autor, ROLLA, pág. 105, que cualquier desviación del 
poder de revisión, que excediéndose de sus facultades, vulnerara la Constitución 
material se traduciría en una manipulación del sistema político que fue establecido 
por el poder constituyente originario. Por lo que se puede decir que la Constitución 
material actúa como elemento identificador, irreductible por vía de la revisión cons­
titucional. 

°* ScHMiTT C , Teoría de la Constitución. Alianza Edit., Madrid 1982, pág. 119, 
op. cit. 

"^ BoBio Y MATTEUCCI, N., Diccionario de política, op. cit., pág. 379. 
" LUCAS VERDÚ, P., El sentimiento..., op. cit., pág. 68. 
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munidad, las distintas fuerzas políticas que discrepen pretenderán, lógica­
mente, socavar los cimientos —la fórmula política— de la Constitución. 

La fórmula política se revela, pues, siendo el elemento identificador 
de la Constitución formal, como el instrumento objetivo que define el sentir 
de la voluntad, mayoritaria asumida en el acto constituyente. 

Las corrientes políticas, pues, seguirán operando y evolucionando, 
de forma más o menos afín a la Constitución formal, pero carecerán ya de 
la libertad absoluta que tuvieron en el momento de la decisión constitu­
yente. De alguna manera configuran fuerzas constituidas ™, al no gozar de 
la absoluta fuerza creadora constituyente. 

b) Elementos de la fórmula política 

La fórmula política configura el elemento identificador de la norma 
fundamental del Estado °'. A tal fin, nuestra Constitución ha reflejado este 
factor identificador en la fórmula política que se desprende del Preámbulo, 
Título Preliminar y algún articulo del Titulo I ^. Sin perjuicio de que la 
fórmula política se deduzca de los presupuesto señalados, el artículo 1.1. CE 
contiene los elementos más significativos de la fórmula de identidad del 
ordenamiento ^̂  —perfilando sin duda la Constitución material '^— los cua­
les, aunque los tratemos a continuación de una manera diferenciada, guar­
dan una estrecha coordinación: «Expresan la interconexión entre los tres 
elementos de la fórmula política» ^, reflejando lo que configura la identidad 
especifica, o la «Constitución de la Constitución, de nuestro ordenamiento, 
concretándose en ella la Constitución material ^. 

°* CANOSA USERA, R., op. cit., pág. 383. 

™ CRISAFULLI, V., / principi dell'interpretazione ed applicazione delle leggi. 
Padua, Cedam 1939, pág. 14. 

*• LUCAS VERDÚ, P., «Estado Social y democrático de derecho», en «Consti­
tución Española de 1978. Comentario a las leyes políticas.» Revista de Derecho 
Político. Dirigida por O. Alzaga Villaamil, tomo I, pág. 44. Edlt. Derecho reunidas. 

' ' ALZAGA VILLAAMIL, O., La Constitución Españoia de 1978. Comentario sis­
temático. Ediciones del Foro, Madrid 1978, pág. 72; como señala con razón Alzaga: 
«Los diez preceptos configuradores del título preliminar, no tienen la misma natu­
raleza, ni pueden siempre considerarse como la médula de los tres elementos que 
integran la fórmula política». 

^' LUCAS VERDU, P., Curso de Derectio Político. Vol. IV, Tecnos, Madrid 1984, 
pág. 389. 

^ ídem, «La fórmula política de la Constitución», en el Colectivo, Estudios 
sobre el proyecto de Constitución. Centro de Estudios Constitucionales, Madrid 1978, 
pág. 11, op. cit. 

** ROLLA, G., Riforma delle istituzioni e Costituzione Materiale. Giuffré, Mi­
lano 1980, pág. 120, op. cit. 
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a) Techo ideológico 

Viene establecido por la enumeración de los principios fundamen­
tales que conforman el sustrato en que descansa la específica caracteri­
zación jurídica, política, social y económica del régimen °^ a las que VIRGA 
denomina declaraciones constitucionales. 

Este elemento ideológico de la fórmula política que, a nuestro juicio, 
sirve de soporte a los restantes elementos de la misma, se deduce implí­
citamente del Estado social y democrático de derecho, quedando más cla­
ramente expresado en los valores superiores del artículo 1.1 CE ^^ que, 
como norma de apertura, anticipa los elementos de la fórmula política que 
luego van perfilándose en los siguientes artículos del Título Preliminar. Así, 
el Estado social y democrático de Derecho se especifica en el 9.2; el plu­
ralismo en los artículos 2.3, 4.2, 6 y 7; la forma política del Estado, no en 
cuanto a Monarquía Parlamentaria, sino en cuanto a estructuración terri­
torial del Estado, en el articulo 2 CE; mientras que la forma política como 
Monarquía Parlamentaria, además de venir establecida por el apartado 3 
de la propia norma de apertura que diseña el artículo 1, viene especificada 
ya en el Título II. 

Sin perjuicio, pues, de que el elemento ideológico de la fórmula po­
lítica impregne la totalidad de la fórmula identificadora de nuestro orde­
namiento, nuestro documento constitucional contiene diversas referencias 
a factores ideológicos ^^ concretándose sobre todo en el artículo 1, como 
norma de apertura, así como en los artículos 6 y 7 y el Titulo I, definiendo 
una dimensión ideológica de marcada raigambre demoliberal socializada. 
Estos factores ideológicos se proyectan en todo el texto constitucional «in­
fluyéndolo», inspirando el telos constitucional de todo el ordenamiento. 

Sin embargo, se comprueba que nuestro Estatuto fundamental viene 
configurado de antemano por la operatividad del consenso *° en que con­
vergieron todas las fuerzas políticas, plasmándose tal manifestación tanto 
en la estrategia preconstituyente como en el propio texto en que cristalizó 
la obra constituyente, si bien, habría que señalar que dicho consenso no 

°= ViRQA, P., Diritto Costituzionale. Giuffré, ed. Milán 1979. 
°° LUCAS VERDÚ, P., «Estado social y democrático de derecho», en La Cons­

titución Española de 1978. Comentarios a la leyes políticas. Tomo I, dirigida por O. 
Alzaga Villaamil. EDERSA, op. cit. 

" ídem, Estimativa y Política Constitucionales. Los valores y principios rec­
tores del ordenamiento Constitucional español. Sección de Publicaciones de la Fa­
cultad de Derecho. Madrid 1984, pág. 61. 

^ MoRODO, R., La transición Política. Tecnos, Madrid 1984, pág. 129 y ss. 
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configuró una realidad previa de afinidad ideológica °^ sino un consenso 
de intereses de las fuerzas que estaban presentes en la etapa constitu­
yente, y en virtud de su aceptación, se introducen en la norma fundamental 
las diversas opciones constitucionales surgidas de tales diferentes tenden­
cias ideológicas. 

La resultante, en todo caso, define el elemento ideológico al que se 
llegó en el consenso, y que se proyecta, como aduce el profesor LUCAS 
VERDÚ °̂°, en una dimensión demoliberal socializada, sin que ello suponga 
una adscripción ideológica previa del ordenamiento constitucional. 

b) Una estructura social determinada 

Este otro elemento configurador de la fórmula política se define en 
función de la concepción ideológica en que se materializó el consenso, de 
forma que su estructura socioeconómica está influida por el elemento 
ideológico '"̂  que, como vimos líneas antes, constituye el soporte de la 
fórmula política. Cualquier adscripción ideológica lleva pareja una opción 
de organización económica, sin cuya puesta en práctica, difícilmente po­
dríanse alcanzar los objetivos definidos en la fórmula política. 

En este sentido, la estructura social que vislumbra nuestro texto fun­
damental, se deduce parcialmente de los valores superiores de libertad e 
igualdad ^°^ y de la misma estructura social que condiciona el Estado de 
Derecho, y deriva, asimismo, de la conjunción ideológica de la tradición 
demoliberal y de ideales de origen socialista °̂̂ . Con esta adjetivización 
del Estado de Derecho —como eje— de social y democrático, se posibilita 
la materialización efectiva de la estructura socio-económica a través del 
capítulo tercero («De los principios rectores de la política social y econó­
mica») y del Título I, estableciéndose las bases para que el Estado cree 
unas condiciones de vida más justas. 

Nuestra Norma Fundamental diseña un modelo, pues, socio-eco­
nómico, de evidentes connotaciones neocapitalistas ^°*, con tendencias so-

^ G IL CREMADES, J . J., «Las ideologías en la Constitución Española de 1978», 
en el colectivo Estudios sobre la Constitución Española de 1978. Facultad de De­
recho, Zaragoza. Pórtico, Zaragoza 1979, pág. 77. 

'°° LUCAS VERDÚ, P., Estimativa y política constitucionales, op. cit., pág. 63. 
" ' Ibidem, pág. 65. 
^°' LUCAS VERDÚ, P., Curso de Derecho Político. Vol. IV. Tecnos, Madrid 1984, 

pág. 353, op. cit. 
" " ALZAGA VILLAAMIL, O., La Constitución Española de 1978. Comentario Sis­

temático, op. cit., pág. 79. 
™ LUCAS VERDÚ, P., Estimativa..., op. cit., pág. 62. 
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cializadoras merced a la cláusula transformadora que deriva del artícu­
lo 9.2. En todo caso, dada la imposibilidad de que los derechos contemplados 
en este capitulo no configuran objeto de tutela jurisdiccional, ei modelo 
diseñado por aquél puede, en alguna forma, distorsionarse si no se proce­
de a una interpretación afín a la orientación inicialmente diseñada en la 
fórmula política. 

c) La organización política 

Ésta viene definida en ei artículo 1.3 configurando la Monarquía Par­
lamentaria, que configura la forma política del Estado —expresión poco 
feliz que ha suscitado la crítica en cierto sector doctrinal "̂̂ — como síntesis 
de la convergencia del Rey y del pluralismo político —fuerzas políticas—, 
de lo que puede deducirse, como señala el profesor LUCAS VERDÚ "'^ que 
ambos. Monarca y fuerzas políticas, han coadyuvado a co-fundar el Estado, 
configurando aspectos capitales de la Constitución material. 

c) Subsistencia de la fórmula política como eiemento identiflcativo de la 
Constitución formal, en ia dialéctica permanencia-cambio 

La Constitución se identifica, como vimos anteriormente, con la 
fórmula política en su estadio prejurídico [vide infra Illa)], permanecien­
do siempre, a pesar de su posterior transfiguración en un plano jurídico, al 
integrarse, bajo la forma de fórmula política, en la Constitución formal. Esta 
afirmación, en absoluto infundada, permite vislumbrar el especial relieve 
y significado que ésta asume, en orden a su reconocimiento como Instru­
mento que actúa de parámetro en la valoración de la Constitución formal. 
Su justificación derivaría, como vimos con anterioridad, por el hecho de 
que ésta realmente se presenta como fuente de validez del sistema '"', ya 
que la Constitución material, al configurar ei instrumento en el que conflu-

™= DE ESTEBAN, J., £/ régimen Constitucional Español. Vol. I, Labor, Barce­
lona 1980, pág. 56, quien afirma que «La monarquía en la actualidad es una forma 
de Gobierno y no de Estado». 

™ LUCAS VERDÚ, P., «Estado social y democrático de derecho», en La Cons­
titución Española de 1978. Tomo I. Comentarios a las leyes políticas, op. cit., pági­
na 86. 

'"' DE VERGOTTINI, G., Derecho Constitucional Comparado. Espasa-Calpe, 
IVIadrId 1983, pág. 143, op. cit. 
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yen las diversas posiciones idec^gicas y tendencias políticas, determina, 
en el proceso preconstituyente, la decisión de la voluntad política ^°°. 

En este sentido, cabe aducir que la Constitución materiai capitaiiza 
la iegitimidad de ia iegaiidad de ia Constitución formai. 

Estas dos afirmaciones sobre la Constitución material: su carácter 
de fuente de validez de la Constitución formai, de un lado, y por otra parte, 
el hecho por el cual la Constitución material configura ei fundamento de la 
legitimidad de la legalidad formai, ya que se capitalizan en ella las fuerzas 
políticas existentes en el momento constituyente, conducen a la conside­
ración de la Constitución materiai, a través de su traducción jurídica, esto 
es: de la fórmula política, como elemento identificativo de la Constitución 
formal en la dialéctica permanencia-cambio. 

Si en la Constitución formal se distingue una parte específica que 
concreta el fundamento sustancial del Estatuto constitucional anterior a la 
emanación de la Constitución formal, no puede por menos de recono­
cerse ^°^ que los órganos constituidos no estarán capacitados para pro­
mover ei cambio de ia fórmula constitucional, al no disfrutar éstos ei mismo 
poder que el que se reconoce y detenta el órgano constituyente del cual 
emanó el acto por el cual reciben su poder. 

Por otra parte, al configurarse la Constitución material como el ele­
mento identificador —a través de su manifestación jurídica en ia fórmula 
política— de la Constitución formal, toda vez que aquélla refleja la decisión 
constituyente ^^°, no cabe predicarse de ella más que su subsistencia frente 
a la dialéctica permanencia-cambio, porque ai configurar la fórmula política 
la voluntad declslonista en su manifestación previa y por lo tanto extraju-
rídica, no podría entenderse su cambio ^̂^ sino por cauces ajenos ai de­
recho y fuera de todo vínculo furídico. 

En otras palabras, la dialéctica permanencia-cambio en lo que afecta 
al contenido esencial o sustancial de la norma constitucional sólo cabe, a 
nuestro juicio, resolverse en base a la permanencia de la fórmula política 
frente al cambio, en consideración a los siguientes argumentos que, aten-

™ KELSEN, H., Teoría General del Derecho y del Estado. Universidad Au­
tónoma de México, Textos Universitarios 1979, pág. 155. Afirma que «la noción de 
fuente del derecho sirve no sólo para designar los métodos de creación jurídica 
como la legislación y la costumbre, sino también para caracterizar procedimiento 
de elaboración y el contenido de la norma que ha de ser creada». 

™ EsposiTo, C, La validitá delle leggi. Milano, Giuffré editore 1964, pág. 
194. 

"° ScHMiTT, C, Teoría de la Constitución. Alianza, Madrid 1982, pág. 108, 
op. cit. 

' " EsposiTO, C, La validitá delle ieggi, op. cit., pág. 197, cuando se refiere 
a la tesis mantenida por C. SCHMITT. 
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diendo a un orden sistemático, podrían resumirse en los siguientes extre­
mos: 

a) Razones que explican la subsistencia de la fórmula política como 
elemento identificativo de la Constitución formal en la dialéctica perma­
nencia-cambio en función a que ésta no es sino la manifestación jurídica 
en que se transfigura la Constitución material. 

b) Razones que explican la subsistencia de la fórmula política como 
el elemento identificativo de la Constitución formal en la dialéctica per­
manencia-cambio, derivada de la configuración de la Constitución materiai 
como fuente de validez de ia Constitución formal, ya que proyecta el con­
junto de las posiciones ideológicas y políticas que determinan la decisión 
de la voluntad política. 

c) Razones que justifican la subsistencia de los principios políticos 
en la dialéctica permanencia-cambio, derivados de la legitimidad que ia 
Constitución material confiere a la legalidad de ia Constitución formal, al 
capitalizarse en la Constitución material los factores determinantes de la 
decisión constituyente. 

d) Razones que justifican la permanencia de la fórmula política di­
manantes de la condición extrajurídlca que asume el acto constituyente 
decisionista que cristaliza en la fórmula política, no pudiendo, en conse­
cuencia, predicarse su cambio por cauces jurídicos constituidos. 

La especial proyección que la fórmula política determina en la Norma 
Fundamental es decisivo, por cumplir cuatro funciones de capital impor­
tancia, que siguiendo a iVIARTiNEZ SOSPEDRA "^, podemos enunciar del 
modo que sigue: 

1) Determina la identidad de la Constitución, al concretar su dife­
rencia específica. 

2) Fija y define las opciones Constitucionales y al hacerlo proyecta 
con claridad tanto la arquitectura y principios Constitucionales, 
como el régimen vigente. 

"' MARTÍNEZ SOSPEDRA, M., Aproximación al Dereclio Constitucional Español. 
La Constitución de 1978. Ed. Fernando Torres, Valencia 1980, pág. 20. 
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3) Determina el límite de la reforma Constitucional, delimitando, en 
consecuencia, cuáles serían los preceptos modificables sin al­
teración de la identidad de la propia Constitución. 

4) Fija unos criterios orientadores básicos para la interpretación 
de los preceptos de la propia Constitución. 

De las consideraciones precedentes, cabe deducirse, a nuestro jui­
cio, una consecuencia de especial significado en orden al tratamiento de 
límites al poder de reforma: la afirmación de la fórmula política como límite 
objetivo absoluto a la función de revisión constitucional. 

En este sentido, el dispositivo de reforma se revela como instru­
mento idóneo para acometer los cambios que precisan los ordenamientos 
constitucionales, pero, de otra parte, al activar una competencia "^ que 
como facultad legal-constitucional, asume carácter limitado, no podrá ex­
cederse de su específica función revisora, revelándose, por su propia na­
turaleza limitada, como el instrumento de referencia, al objeto de delimitar 
el ámbito en que cabe producirse la modificación "*, así como, por el con­
trario, proyectar el ámbito a partir del cual, habrá de definirse la perma­
nencia de determinados postulados constitucionales. En otros términos, la 
consecuencia del diálogo permanencia-cambio, encuentra su mejor mani­
festación en la actividad revisora, la cual puede —en determinadas ma­
terias— proceder al cambio, pero deberá observar la permanencia frente 
a aspiraciones de modificación de aspectos concernientes a la fórmula 
política "* ya que excede tal actividad de su función limitada de revisión " ° , 
so pena de que se produzca el poco recomendable resultado de incurrir 
en una auténtica «desconstitucionalización del ordenamiento» "^. 

" ' ScHMiTT, C , Teoría de la Constitución, op. cit., pág. 118. 
"* DE VERGOTTINI, G., Derecho Constitucional Comparado, op. cit., pág. 143. 
" ' ScHMiTT, C , Teoría de la Constitución, op. cit., pág. 94. En cuanto a con­

creción fundamental de la voluntad constituyente: «La decisión política implicada 
en la Constitución, no puede reobrar contra su sujeto ni destruir su existencia po­
lítica». 

"' BuRDEAu, G., Traite de Science Politique. Tome IV, Librairie Genérale de 
Droit et Jurisprudence, Paris 1969, pág. 250. 

' " SPAGNA MUSSO, E., Diritto Costituzionale. Vol. primo, Padova-Cedam 1979, 
pág. 144, op. cit. 
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d) Consecuencias del reconocimiento de la fórmula política como el 
elemento identificador de la Constitución formal, en la dialéctica 
permanencia-cambio 

Al configurarse la Constitución material como presupuesto de vali­
dez de la Constitución formal "® habida cuenta que en aquélla los orde­
namientos encuentran la legitimidad de su juridicidad o legalidad ^̂ ^ la 
fórmula política asume un doble significado en el ámbito de la reforma del 
Ordenamiento Constitucional: 

— De una parte, determina la plasmación del acto constituyente de 
los factores reales de poder, así como sociológicos e ideológicos, tradu­
ciéndolos en la Constitución formal. Esto supone proyectar jurídicamente 
lo que ya existía como realidad material. 

— En segundo lugar, se perfila como parámetro básico e indispen­
sable para detectar las posibles desconexiones entre la Constitución formal 
y la propia Constitución material, debido al carácter dinamizador de ésta ^^°, 
frente a la estaticidad del Instrumento formal, al fin de evitar que la de­
sarmonía entre Constitución formal y material, proyecte un resultado pu­
ramente nominal ^^\ 

La consecuencia del desequilibrio conduciría al resultado de privar 
a la Constitución formal de la legitimidad que aquella Constitución material 
le confirió ^^ —al revelarse, como hemos señalado anteriormente, como 
fuente primígena de validez del Instrumento formal— ya que, como la 
fórmula política es coincidente con la Constitución material en su fase 
juridificada, ésta expresará los presupuestos esenciales de la legitimación 
democrática del régimen. 

™ MoRTATi, C , La Costituzione in senso materiale, op. cit., Giuffré edlt. 1940, 
págs. 87-89, y en el mismo sentido, MARTINES, T., Diritto Costituzionale. 3.' ed., Giuffré 
ed.. Milano 1984, pág. 29. DE VERGOTTINI, G., Derecho Constitucional Comparado. 
Espasa-Calpe, Madrid 1983, pág. 143, op. cit. 

™ MoRTATi, C , La Costituzione in senso materiale, op. cit., pág. 88. 
' " HELLER, H., Teoría del Estado. México, Fondo de Cultura Económica, 1983, 

pág. 195, op. cit. 
"^ LOEWENSTEIN, K., Teoría de la Constitución. Ariel, Barcelona 1976, pág. 

218. 
"^ LUCAS VERDÚ, P., Estimativa y política constitucionales. Universidad Com­

plutense, Facultad de Derecho, 1984, pág. 188, op. cit. 
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La fórmula política se configura, así, como el instrumento impres­
cindible en la dialéctica permanencia-cambio, para armonizar los dese­
quilibrios entre la Constitución material y la Constitución formal, toda vez 
que Integra en sí misma la síntesis y confluencia de la Constitución en los 
dos sentidos referidos. 

En esta línea, la fórmula política se proyecta, pues, como límite ab­
soluto de revisión constitucional al margen de su carácter explícito o im­
plícito, toda vez que «Su modificación sustancial rebasaría los límites del po­
der de revisión competiendo en consecuencia al poder constituyente» ^^. 

Lo que nos conduce a sostener que la modificación de todo orde­
namiento constitucional es perfectamente predicable, como no podría ser 
menos, incluso en sus presupuestos materiales configuradores del núcleo 
esencial del Instrumento fundamental, manifestado en la fórmula política, 
ahora bien, hay que destacar —y esto es lo que determina la diferencia 
esencial entre una y otras posiciones doctrinales al respecto— que cuando 
la modificación afecta cualquiera de los elementos identificadores del texto 
constitucional, no cabe hablar ya de reforma constitucional, strlctu sensu, 
a través de la cual se enervaría el poder constituido, y por lo tanto, limitado 
jurídicamente, sino que lo que se produce es una supresión ^^* del orden 
existente, porque el cambio se refiere «A las decisiones políticas funda­
mentales de la Constitución, lo que es asunto propio del poder constitu­
yente». En definitiva, la revisión de la Constitución en cualquier aspecto 
concerniente a la fórmula política, habrá de producir un cambio «de» Cons­
titución, y no una revisión Constitucional. 

e) La fórmula política como elemento configurador de límite absoluto al 
poder de revisión 

Siendo la fórmula política el núcleo identificador de toda Constitución 
y configurador de la Constitución material, no puede por menos de consi­
derarse como límite absoluto de toda Norma fundamental ^^°, frente a cual­
quier pretensión revisora que tuviera como finalidad la remoción del ele­
mento identificador que la define, so pena, en caso contrario—como quedó 
demostrado con anterioridad— de que ese poder constituido y limitado, que 

™ LUCAS VERDÚ, P., Curso de Derecho Político. Vol. II, 2.* ed., Tecnos, Madrid 
1977, pág. 432, op. cit. 

' " ScHMiTT, C, Teoría de la Constitución. Alianza Edit., Madrid 1982, pág. 
120, op. cit. 

^'^ LUCAS VERDÜ, P., Curso de Derecho Político. Vol. II, Tecnos, Madrid, 2.' 
ed. revisada, 1977, pág. 533, op. cit. 
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se activa en la función revisora, se equipare al poder constituyente, lo que 
hemos refutado con anterioridad. 

Sin embargo, a pesar de la consideración del elemento identificador 
de la Constitución, o fórmula política, como un límite absoluto frente a cual­
quier pretensión revisora, no por ello hay que descartar la dinamicidad que 
conllevan, fundamentalmente dos, de los tres elementos integradores de 
la fórmula política, esto es, el techo ideológico y estructura social ^̂ ,̂ al 
intentar realizarse a través de su implantación e inserción en la realidad 
social, frente a la estaticidad del tercer elemento que se refiere a la or­
ganización del régimen político. En este sentido —y sólo en éste— son 
compatibles, en nuestra opinión, la idea de dinamicidad y permanencia. 

En todo caso, la dinamicidad de aquéllos —a nuestro modo de ver— 
debe ser entendida en el sentido de adaptabilidad o movilidad de toda ideo­
logía para asentarse en una determinada estructura social, alentando un 
específico orden político estable. El carácter dinámico de aquéllos, por lo 
tanto, no implica la posibilidad de ser reformados, ya que configuran parte 
esencial del elemento identificador, sino la simple cualidad de indirizzo, 
para lograr la institucionalización e implantación del elemento político de 
la fórmula. Por otra parte, del análisis comparado de la Norma fundamental 
de Bonn y de la Constitución italiana, se desprende, asimismo, el reco­
nocimiento de los elementos de la tormula de identidad, configuradora del 
límite absoluto frente a cualquier actividad revisora que se active a través 
del poder constituido. En este sentido hay que mencionar el artículo 139 de 
la Constitución italina que aplica una cláusula igual a la de las Constitu­
ciones francesas de 1946 (IV República) y 1958 (V República), artículo 95 
y 89 respectivamente, que excluyen del poder de revisión la fórmula política 
republicana, confiriendo asi al elemento político, de los tres integrantes de 
la fórmula política, un valor de límite insuperable por la actividad de reforma 
constitucional. 

En el mismo sentido se pronuncia el artículo 112.2 de la Constitución 
Noruega de 1814, al atribuir al Parlamento la decisión de adoptar la en­
mienda propuesta... «Que no podrá contravenir los principios de la presente 
Constitución, sino referirse únicamente a modificaciones de preceptos sin­
gulares que no alteran el espíritu de la misma» ' " . 

La contemplación de estos supuestos de Derecho comparado rati­
fican nuestra afirmación de reconocimiento de la fórmula política, que asu­
me valor de límite absoluto, frente a la función revisora. Efectivamente, si 
nos atenemos al caso italiano, la fórmula política de la Constitución italiana 

'^ LUCAS VERDÚ, P., Curso de Derecho Político. Vol. II, Tecnos, Madrid, 2." 
ed. revisada, 1977, pág. 532, op. cit. 

" ' Las Constituciones Europeas. Vol. II, Edición preparada por M. Daranas 
Peláez, Editora Nacional, Madrid 1979, pág. 1484. 
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se manifiesta en los Principios Fundamentales de la Norma (arts. 1 a 12) y 
en los Derechos y Deberes de los ciudadanos (arts. 13-54); analizando el 
ejemplo alemán, habrá que atender a lo que HERRFAHRDT ^̂® denomina 
«Unantastbares Verfasssungsminimum» o mínimum constitucional inque­
brantable o inviolable, recogido en los artículos 1 y 20, referidos respec­
tivamente a la inviolabilidad de la dignidad humana; reconocimiento de los 
derechos inviolables del hombre como fundamento —«Grundiage»— de to­
da comunidad, de la paz y la justicia, forma política y soberanía nacional. 

Acordamos con el profesor LUCAS VERDÚ, que el constituyente ita­
liano y el alemán adoptan el modplo de democracia liberal, asumiendo en 
él las modernas reivindicaciones sociales, en el que se plasman y conjugan 
los tres elementos de la fórmula política Imbricados de tal forma que se 
hace imposible la alteración (revisión) de alguno de ellos sin que quede 
afectado cualquier otro elemento del principio de identidad configurador 
de la Constitución material. En este sentido, a nuestro juicio, podemos afir­
mar que cada uno de los elementos que integran la fórmula política, de 
igual modo que los tres conjuntamente, se proyectan frente a la actividad 
revisora como límite absoluto de la misma. 

Para asumir la precedente postura doctrinal, es decisiva la consi­
deración del profesor MORATI ^^, al afirmar que el constituyente define una 
solemne proclamación de pricipios que individualizan un determinado or­
den como totalidad, distinguiéndolo de cualquier otro y adquiriendo una 
fisonomía política propia. 

En este orden de cosas, la proclamación del carácter absoluto de^ 
los principios anteriormente mencionados, en los supuestos de Derecho 
Comparado, justificaría la afirmación de que —impuestos por el constitu­
yente— pueden ser sustraídos al poder de revisión, al objeto de garantizar 
la permanencia de la suprema manifestación de la voluntad del Estado. 

O La permanencia del elemento político de la fórmula de identidad 
como instrumento de subsistencia del orden constitucional 

En estrecha relación con el reconocimiento—como quedó explicado 
en otro lugar del presente capítulo— de la diferencia existente entre la 
actividad directa de la creación de una Constitución nueva y la actividad 

™ LUCAS VERDÚ, P., Curso de Derecho Político. Vol. II, Tecnos, Madrid, 2." 
ed. revisada, 1977, pág. 532, op. cit. 

' ^ MoRTATi, C , Raccolta de Scritti, Studi sul potere constituente e sulla ri-
forma costituzionale dello stato. Vol. I Milano Giuffré, edit. 1972, pág. 319, op. cit., 
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simplemente revisora, hay que situar las transformaciones constitucionales 
que, de producirse, suponen una afrenta o ataque al núcleo basilar ^^°, de 
modo tal, que su anulación conllevaría la caída, asimismo, de todo el orden, 
al cual sustenta. 

Por esta razón, nos parece suscribible la postura doctrinal " ' que, 
al igual que un nutrido ejemplo de Derecho constitucional comparado ^̂ ^ 
justifica la permanencia del elemento Estado de la íórmula de Identidad, 
frente a la pretensiómi reformadora, y esto no será por la razón de que 
cuando una Constitución prohiba la alteración del régimen político, se esté 
proclamando la Inmutabilidad absoluta de la Instituciones, sino por que se 
prohiba al órgano de revisión la facultad de operar reformas que, por su 
naturaleza e importancia —como sería el supuesto de una revisión del ele­
mento político de la fórmula política: régimen político, superan la compe­
tencia de un poder instituido. 

La cláusula la intangibilidad del régimen político se justificaría en 
este sentido en base a las siguientes razones: 

— Por la naturaleza del órgano de revisión, que siendo un poder instituido, 
queda afecto al régimen establecido en la Constitución. 

'™ MoRTATi, C, Appunti di corso di istituzioni di Diritto pubblico 1984-49. 
Torno II, Padova-Cedam 1949, pág. 375, op. cit. 

^^^ La intangibilidad del régimen por la actividad revisora ha sido objeto de 
discusión entre quienes como G. BURDEAU, niegan tal competencia al poder de re­
forma, el sector de la doctrina niega, a las prohibiciones expresas de revisar el 
régimen político recogidas incluso en los propios textos constitucionales, valor ju­
rídico, sin fuerza vinculante alguna para las generaciones futuras. 

Propugnan la 1.° postura: BURDEAU, G., 7ra;fé de science politique. T. IV, Li-
brairie Genérale de Drolt et Jurisprudence, París 1969, pág. 256; VEDEL, G., I\^anuel 
de Droit Constitutionel. 149, pág. 117. 

Sustentan la 2.* posición doctrinal: DUGUIT, L., Traite de Droti Constitutionei. 
2.' ed., Tomo IV, pág. 539; BARTHELEMYY P. DUEZ, LAFFERRIERE, citados por BURDEAU, 
G., op. cit, pág. 265. 

'^' En el constitucionalismo francés: Ley Constitucional de 14 de agosto de 
1884 por la que se añadiría el artículo 8 de la Ley de 25 de febrero de 1875: «La 
forma republicana de Gobierno no podrá ser objeto de propuesta de revisión». La 
misma fórmula sería tomada con posterioridad por el artículo 95 de la Constitución 
francesa de 27 de octubre de 1946, así como por el artículo 89 de la Constitución 
Gaullista. 

En el caso alemán, la Ley Fundamental de Bonn establece en su artículo 79-3 
un remisión al artículo 20, que, en materia de revisión constitucional, prohibe la 
modificación del régimen político. 

En el supuesto italiano: el artículo 139 prohibe la revisión que tenga por 
objeto la forma republicana de Gobierno, incluyendo de esta forma la cláusula de 
intangibilidad del régimen. 
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— En base a que la reforma que atañera al régimen supondría un cambio 
de poder tal que socavarla las bases fundamentales del sistema político, 
de forma que, de producirse, lo que se efectúa es una supresión de la 
Constitución. 

Aunque esta tendencia se vislumbra, apenas, en el período de en-
treguerras, ocupa una criterio bastante extendido con posterioridad al 
mismo ^^^, considerando que excede de la función revisora, cualquier mo­
dificación que afecte a determinadas disposiciones que forman el sustrato 
básico en el que la norma fundamental se asienta. 

— En tercer lugar, porque el poder de reforma, por su propia condición de 
poder constituido, queda vinculado al poder constituyente que lo deter­
minó, no pudiendo ^^ estructurar el Estado como quiera, sino atendien­
do a los parámetros básicos configurados por el poder constituyente 
que lo definió. 

En base a los anteriores argumentos, cabe, a nuestro juicio, afirmar 
con MORTATI, que la función revisora deberá ceñirse a los postulados fun­
damentales que la obra del constituyente determinó, y en consecuencia, el 
elemento determinante del núcleo fundamental o sustancial de cada or­
denamiento constitucional habrá de coincidir necesariamente con el límite 
que ha de establecerse con el poder de revisión; en otras palabras: los 
límites que se reconocen —ya sean implícitos o expresos— a la actividad 
revisora, se corresponden precisamente, con el elemento Identiflcador de 
un orden fundamental. 

Siguiendo, entonces una deducción lógica, la Constitución material 
—fórmula política o núcleo de identidad— individualiza la fundamentación 
política de una voluntad constituyente, erigiéndose de esta forma, como 
sostiene ROLLA ^̂ ,̂ como parámetro para evidenciar la discontinuidad de 
la Norma fundamental cuyo núcleo de Identidad sea vulnerado mediante 
la función revisora. O, si lo proyectamos desde la perspectiva que venimos 
tratando, la determinación del elemento político de identidad de la Cons­
titución, habrá de asumirse como límite absoluto ante cualquier pretensión 

" ' Constitución del Estado Rheno Palatino de 13 de mayo de 1946, que pro­
hibe cualquier modificación que afecte al preámbulo o a los principios del artículo 
1.° y 74, pues se refiere a las bases de la filosofía social del régimen (artículo 129). 
Constitución de Wutemberg-Baden, de 24 de octubre de 1946, cuyo artículo 85 no 
admite las proposiciones de modificaciones constitucionales contrarias al espíritu 
de la Constitución. 

Asimismo el artículo 129 de la Constitución de Hesse-Nassau frente a la mo­
dificación del principio democrático. 

' ^ REGASEN SICHES, L., Tratado General de Filosofía del Derecho. 6.' ed., 
Porrua, México 1978, pág. 306. 

" " ROLLA, G., op. cit., pág. 105. 
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revisora, ya que, de no ser así, la intromisión del poder constituido de re­
visión en un ámbito que no le compete, se traduciría, como asimismo sos­
tiene ROLLA, en una manipulación del sistema político que el poder cons­
tituyente configuró ^̂ .̂ 

f.1) La continuidad del eiemento político identificador de la Ley 
Fundamental a través de la permanencia del factor ideológico. 

La afirmación anterior " ^ en virtud de la cual, la fórmula política se 
compone de elementos estáticos y dinámicos precisamente porque la di-
namicidad de estos últimos posibilita su realización y desarrollo, nos con­
duce necesariamente a considerar un punto de convergencia entre el ele­
mento político e ideológico de la fórmula política, que es el que atiende a 
la permanencia de este último, al igual que acontecía respecto al factor 
político ante cualquier previsión reformista, porque el elemento político del 
principio de identidad se nutre de los principios ideológicos que, en una 
estructura social le alientan. Todo texto fundamental, en la medida que 
reconozca la existencia de una Constitución material, se halla vinculado, 
de un lado, por su carácter dinámico, y de otro, por una perspectiva de 
continuidad ^̂ ° del núcleo identificativo de aquel Código que las fuerzas 
políticas constituyentes propulsaron, en el momento de organizar políti­
camente una sociedad dada. 

En este sentido, convenimos con ROLLA al afirmar que esta síntesis 
de dinamícidad y continuidad, se proyecta en torno a una perspectiva de 
fines, espectativas y programas propuestos por las fuerzas políticas do­
minantes en el proceso Constituyente, para cuyo desarrollo son englobados 
los principios ideológicos respecto a los que se produce el punto de con­
vergencia de la permanencia de ambos elementos: político e ideológico a 
través del cual, el primero se viabiliza. 

Es, en nuestra opinión, especialmente clarificadora la aseveración 
de ROLLA '^^ en esta posición que propugnamos, cuando afirma que la 
Constitución sustancial —que es equivalente, como venimos sosteniendo, 
a la fórmula de identidad— no se agota en Da simple estructura normativa, 

' ^ Así, por ejemplo, la Constitución Italiana, ha cristalizado en una serie de 
principios básicos nucleares nítidamente distintos a aquellos otros que sustanciaron 
el precedente orden constitucional. 

'"" Vide cap. V.C.e. 
' ^ ROLLA, G., Riforma delle istituzione e Costituzione materiale. Gluffré edit. 

1980, pág. 96, op. cit. En el mismo sentido MODUGNO: // concetto de Costituzione. 
pág. 205, op. cit. por ROLLA. 

"° ROLLA, G., Riforma deile istituzione e Costituzione materiale. Gluffré edit. 
1980, pág. 101 y ss, op. cit. 
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ni en sus elementos técnicos, sino que cumple paralelamente una función 
ideológica Integradora e interpretativa. En tal sentido, cabe, a nuestro pa­
recer, afirmar que el elemento de identidad, en su doble vertiente política 
e ideológica, asume en sf una función de permanencia que escapa a los 
linderos de la dogmática positivista, configurando, en consecuencia, una 
específica e Individualizada realidad constitucional, evitándose asi que 
la Norma fundamental se refleje con una simple adición de normas aisla­
das, o singulares, sino configurándose como un conjunto unitario, coheren­
te e interrelacionado en todas sus partes, en definitiva, como sostiene 
ROLLA '̂"': «El conjunto de principios que expresan y dan cuerpo a la idea 
de fuerza unitaria que anima la entera Constitución». 

De todo lo anteriormente afirmado, podemos, como conclusión, adu­
cir que el elemento identificador, aquello que verdaderamente significa la 
esencia material de una Norma fundamental, tanto en su vertiente política 
como en la ideológica, de la cual aquélla se nutre —como apuntábamos 
en lineas anteriores— se revela, pues, como límite material que condicio­
nará, en consecuencia, toda revisión de la Constitución, evitando así que 
una modificación determinada pueda alterar la validez general operada por 
ia actividad constituyente. 

Esta conclusión tiene, asimismo, eco en la teoría vertida por PIER-
ANDREI "̂̂  cuando afirma que la Constitución gira en torno a un conjunto 
de principios generales que manifiestan el núcleo central, ya que expresan 
directamente: «Quei valor i politicí in cui la Costituzione stessa trova 11 suo 
fondamento, e per cui lo stato si caratterizza in modo pecullaren». De forma 
que la interpretación exacta de la Constitución, habrá de enterderse—como 
señalábamos con anterioridad— como un conjunto global, no limitado a la 
simple estructura normativa de elementos técnico-constitucionales, de los 
motivos políticos: «Che stano alia base del diversi principi intesl como quei 
postulan fondamentali che, avendo anímate il potere costltuente, si sonó 
tradotti nell'ordlnamento e continuano a sostenerlo attraverso l'esperienza 
del tempe» ^*^. 

Una vulneración de cualquiera de estos dos elementos que confi­
guran el fundamento basilar de la identidad del texto constitucional, por vía 
de la función revisora, no podrá, pues, a nuestro parecer, calificarse de 
reforma constitucional toda vez que conculcando los principios que atañen 
al elemento identificador, se traduce en una supresión de la misma y no 

"° ROLLA, G., op. cit., pág. 97. 

" ' PEIRANDREI, F., «Interpretazlone delle norma costltuzionali in Italia», en 
Scritti di Diritto Costituzionale. Vol. II, Torino 1965, pág. 654. 

" ' Ibidem, pág. 655. 

182 



PERFIL AMBIVALENTE DE LA FÓRMULA DE REFORMA CONSTITUCIONAL ... 

en una mera refornna, con lo que esta última implica de susbsistencia a 
través de la adaptabilidad ^*^. 

f.2) Alcance de la función interpretativa e integradora de la fórmula de 
identidad en la Constitución 

El valor material asumido por la fórmula material o identificadora de 
la Norma fundamental adquiere una dimensión interpretadora ^** —tanto en 
su alcance político como ideológico—que condiciona, de manera constan­
te, todo el ordenamiento, manifestándose así la fórmula de identidad como 
un instrumento permanente y último de control de la constitucionalidad sus­
tancial de las leyes, de forma que tendrá el efecto de invalidar aquellas 
que contrasten con los principios propugnados en la misma por el poder 
constituyente. 

Y, es precisamente por esta razón —en nuestra opinión—, por lo 
que están inmersos en la fórmula política determinados elementos: con la 
expresa intención de evitar que, con el desarrollo de futuras corrientes 
interpretativas, se vulneren los principios propuestos en sede constituyente 
y que identifican ideológica y políticamente un determinado orden consti­
tucional. 

De poco habría servido, en otro orden de cosas, los buenos deseos, 
e, incluso, el reconocimiento desde distintos sectores, durante el proceso 
constituyente español, dirigidos a proteger determinados postulados a tra­
vés de un consenso por parte de grupos parlamentarios '̂'̂  si pueden ser 
conculcados posteriormente merced a la atribución a la función revisora, 
de una prerrogativa que la desborda. 

La función hermenéutica que asume la fórmula de identidad en todo 
ordenamiento fundamental, se proyecta, como dijimos en líneas ante-

' " Un ejemplo de tal supuesto lo brinda la reforma de la Constitución de 
1812 que a través de su reforma se convertiría en la de 1837. La Comisión refor­
madora, presidida por Arguelles, presentó unas bases que definían la fisonomía de 
la Nueva Constitución y que reflejaban una absoluta sustitución y no reforma de la 
doceañista. Esto provocaría la protesta minoritaria del sector integrista doceañista: 
El Diputado Tarin presentó una proposición orientada a que las Cortes se limitaran 
a reformar y no a sustituir el texto de Cádiz. 
Vide, TOMÁS VILLARROYA, J., Breve historia del Constitucionalismo Español. Centro 
de Estudios Constitucionales, 2.° edic , Madrid 1982, pág. 49. 

' " MoRTATi, C , Scritti sulle fonti del Diritto sull interpretatione. Giuffré edi-
tore, Milano 1972, pág. 682. 

•̂̂  LUCAS VERDÚ, P., «Singularidad del proceso constituyente español», en 
Revista de Estudios Políticos (Nueva Época), n.° 1, enero-febrero 1978. Centro de 
Estudios Constitucionales, pág. 26. 
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*, como un elemento que se hace sentir de manera constante a 
lo largo de todo el texto constitucional, condicionándolo. Pues bien, es pre­
cisamente esta cualidad predicable de la fórmula de identidad, la que ex­
plica su función integradora de la Norma fundamental, «toda vez que pre­
side de manera coherente ^" todas y cada una de sus partes, al objeto de 
integrarlo». 

Esta función de la fórmula de identidad se justificaría, siguiendo al 
Prof. LUCAS VERDÚ, en atención a los siguientes motivos: 

1) Porque configura lo que puede denominarse una norma sinte-
tizadora de la decisión asumida en sede constituyente: su ideo­
logía, su organización y su estructura social. 

2) Porque orienta todo el resto del ordenamiento fundamental en 
que se concreta ésta, vertebrando todo el resto del ordenamien­
to fundamental, proyectando un fe/os cofierente del mismo, sin 
perjuicio, naturalmente, de que, como señala el maestro, la fórmu­
la pueda deducirse de varios preceptos, tal y como ocurre en el 
artículo 1.° de la Constitución Española de 1978, que, siendo la 
norma de apertura y reflejándose en él la fórmula política, cabe, 
de igual modo manifestarse ésta, asimismo, en el Preámbulo, 
en el Título Preliminar y en algún artículo del Título I y ar­
tículo 10. Si bien hay que reconocer que es precisamente en 
el artículo 1.° donde aparecen de forma claramente significativa 
los distintos elementos que reflejan fielmente la fórmula de iden­
tidad. En este sentido, no falta algún sector ^'^ de la doctrina 
española que confiere a la fórmula de identidad la denominación 
de «Constitución de la Constitución», resumiendo así y recono­
ciendo en ella, tanto el fundamento basilar de la propia Consti­
tución como el carácter integrador de la misma. 

Ésta ha sido, asimismo, la opinión mantenida de igual modo por 
algún sector de la doctrina italiana '̂'̂  que al defender el significado inte-

' * Vide supra, III, f.2 primeros renglones. 
" ' LUCAS VERDÚ, P., Curso de Derecho Po/;í/co. Vol. IV, Tecnos, Madrid 1984, 

pág. 384. 
'"' GARRORENA MORALES, VA., EÍ Estado Español como Estado Social y De­

mocrático de Derecho. Publicaciones Universidad de Murcia 1979, cita de LUCAS 
VERDÚ, P., en Curso de Derecho Político. Vol. IV, Tecnos, Madrid 1984, pág. 384, op. 
cit. 

" ' ROLLA, G., Riforma delle istituzione e Costituzione materiale. Gluffré, Mi­
lano 1980, pág. 120 y ss., op. cit. 
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grador de la Constitución material está indirectamente admitiendo la fun­
ción integradora de la fórmula de identidad en que aquélla cristaliza, al 
albergar los significados de las diversas disposiciones constitucionales, 
proyectándose como un canon interpretativo ^^ del propio texto constitu­
cional: 

De todo lo cual se deduce, como certeramente sostiene LUCAS VER-
DÚ, que la fórmula política o identificadora de un determinado orden cons­
titucional, en la que se sintetiza la Constitución material, se revela como 
un instrumento inmediato de interpretación e integración del texto funda­
mental, tanto explícita como implícitamente ' ° \ 

Como ejemplo ilustrativo del significado interpretativo, integrador 
o ideológico de la fórmula de identidad, cabe referirnos al supuesto de 
la segunda República, en que aquélla venia determinada por un Estado 
republicano, laico e integral, que aseguraba los derechos y libertades fun­
damentales, régimen éste cuyas características de república y laicidad, di­
ferían de la caracterización del régimen anterior, distinguiéndole y carac­
terizándole según un perfil invidualizador propio. 

De igual modo que la concepción e interpretación ideológica que 
identifica la Constitución de 1978 se concreta en el artículo 1, reflejando 
una configuración de régimen claramente opuesta al ordenamiento cons­
titucional anterior. 

Del alcance interpretativo e integrador que asume, pues, la fórmula 
identificadora de todo orden fundamental, podemos —a nuestro modo ver— 
sacar una conclusión inmediata que se traduce en la afirmación de que la 
enunciación de los fines esenciales de la Constitución produce un efecto 
vinculante en todo el resto de la Norma fundamental, formando toda una 
unidad sistemática ^°^. Y en este sentido, convenimos con MARTÍNEZ 
SOSPEDRA ^°', al afirmar que, cuando la Constitución no se adecúa a la 
opción definida por el modelo político concreto elegido por el poder cons­
tituyente, no puede seguir hablándose de Constitución en sentido propio, 

'=° LUCAS VERDÚ, P., Curso de Derecho Político. Vol. IV, Madrid 1984, pág. 
389, op. cit. 

'" Ibidem, pág. 391, op. cit. 
'^' MoRTATi, C , Scrittisulle fonti delDiritto e sul interpretazione. Costltuzione 

e revisione. Giuffré editora. Milano 1972, pág. 683, op. cit. 
^°^ MARTÍNEZ SOSPEDRA, M., Aproximación al Derecho Constitucional español. 

La Constitución de 1978. Características generales y fórmula política de la Consti­
tución de 1978. Fernando Torres editor. Valencia 1980, pág. 19, op. cit. 
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ya que a ésta se le reconoce tal condición en la medida en que sus pre­
ceptos recogen adecuadamente los principios, normas y decisiones que 
definen el modelo político concreto, elegido por el poder constituyente. Si 
la identificación de dicha opción varía, ya no puede seguir existiendo coin­
cidencia de fondo; se ha conculcado el carácter integrador que asume la 
fórmula de identidad, y con tal vulneración, se habrá producido la quiebra 
del sentido unitario del Código Fundamental. 

Otra conclusión englobadora y común que se desprende de toda la 
argumentación elaborada en el presente capítulo, es la que nos conduce a 
refutar cualquier pretensión revisora que de algún modo atente contra cual­
quiera de los elementos basilares, que fundamentan la identidad propia del 
Código Fundamental, pues su conculcación vulneraría las cuatro funciones 
fundamentales que asume la fórmula de identidad de todo ordenamiento 
constitucional y que son reconocidas por un sector de la doctrina espa­
ñola ^^, de manera que el texto Constitucional se vería afectado por las 
siguientes contingencias: 

1. En primer lugar habría desaparecido la identidad específica de 
dicha Norma Fundamental que la diferencia de cualquier otra, 
toda vez que la fórmula de identidad determina singularmente 
un Orden Constitucional. 

2. Asimismo se reflejaría una confusión en la fijación de la opción 
constitucional concreta de la Norma superior, puesto que la 
fórmula de identidad define claramente los principios constitu­
cionales y las líneas maestras del régimen vigente. 

3. No quedaría delimitado el poder de revisión, ya que la fórmula 
de identidad proyecta el límite de la actividad de reforma, defi­
niendo qué preceptos no pueden ser objeto de modificación, pre­
cisamente por configurar el núcleo fundamental del texto, de tal 
forma que la conculcación de la fórmula de identidad, a través 
del simple poder de revisión, llevaría a la consecuencia de 
ignorar la existencia de límites a la actividad revisora, lo que 
supondría—llevando el razonamiento jurídico a sus últimas con­
secuencias— dotar al poder de revisión, que es competente úni­
camente para efectuar la reforma, de las características propias 
del poder constituyente, que es el que puede realmente y «so­
beranamente» hacer la revolución ^^. 

^" MARTÍNEZ SOSPEDRA, M., Aproximación al Derecho Constitucional español. 
La Constitución de 1978. Fernando Torres editor, Valencia 1980, pág. 20, op. cit. 

'™ DE VEGA, P., La Reforma Constitucional y la problemática del poder cons­
tituyente. Tecnos, Madrid 1985, pág. 68-69. op. cit., 
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La reforma de la Constitución no significa atentar contra la es­
tructura basilar que identifica y define un ordenamiento espe­
cífico, sino, tan sólo, acoplar y acomodar aquél a las nuevas 
exigencias histórico-políticas. 

Todo lo que exceda de dicha función sería equiparar dos poderes 
diversos: poder constituyente y poder constituido, en una misma 
categoría, lo que conduce al absurdo resultado de atribuir al po­
der de revisión —que es un poder constituido y que obtiene su 
legitimidad del propio ordenamiento, siendo asi competente úni­
camente para verificar operaciones de reforma que son funcio­
nes fundamentalmente jurídicas— competencias revoluciona­
rias, ya que la supresión de la Constitución no compete al poder 
constuido sino al poder constituyente ^^. 

De todo lo cual se concluye que la fórmula de Identidad debe 
quedar sustraída a toda actividad revisora ya que su vulneración 
es competencia exclusiva del poder constituyente y no del poder 
constituido, erigiéndose aquélla como límite de la reforma cons-
tituciomiai. 

4. Pérdida, en último término, de los criterios orientadores básicos 
para la interpretación de los preceptos de la propia Constitución, 
debido al carácter integrador que efectúa la fórmula de identi­
dad. 

f.3) Disyuntiva del control de constitucionalidad de la actividad de 
reforma constitucional 

En relación al control de la constitucionalidad de la actividad revisora 
conviene plantearnos si aquélla cabe producirse desde una doble pers­
pectiva: formal y material. 

Veamos a continuación cómo se proyectarían estas dos manifesta­
ciones de la jurisdicción constitucional en lo referente al tema de la revisión 
constitucional y, concretamente, en orden a la inconstitucionalidad que 
afectara al núcleo identificador de un orden constitucional. 

La declaración de inconstitucionalidad de una reforma constitucional 
está íntimamente ligada a la cuestión de reconocimiento de la existencia 
de límites —ya sean expresos y tácitos— a tal actividad revisora, pero esta 

^^ Vide infra, para su argumentación jurídica: Capítulo III. c de la tesis, en 
que se razona la antinomia de los dos conceptos del poder constituyente y cons­
tituido. 
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afirmación se evidencia más en el supuesto del control de la constitucio-
nalidad material, como veremos posteriormente. 

El control de la constitucionalidad de la revisión en su manifestación 
formal está orientada a la declaración, por el órgano competente ^", de si 
la reforma constitucional se ha producido cumpliendo o no el procedimiento 
establecido para su aplicación. 

La posible inconstitucionalidad de una ley de revisión no suscitarla, 
pues, mayor problema que la determinación por parte de la jurisdicción, 
de si aquella reforma ha respetado o vulnerado el procedimiento formal, 
jurídicamente establecido para ejercirtarla. 

Sin embargo, en el tema concerniente al control de la Constitución 
material, no puede decirse que la doctrina se muestre igualmente pacífica, 
pues frente a sectores, como el representado por el argentino POVIÑA ^^, 
que hace depender de la existencia de unos límites expresos la posible 
inconstitucionalidad material de la reforma constitucional que atentará con­
tra aquéllos, otros sectores, como el representado por el profesor DE 
VEGA ^°^ niega de raíz la hipotética inconstitucionalidad material de la re­
forma constitucional material, siempre que el texto fundamental silencie 
cláusula alguna de intangibilidad, contra la que pudiera esgrimirse la po­
sible inconstitucionalidad material de la reforma. Esta posición, trasladada 
a nuestra Norma Fundamental, la explica el profesor DE VEGA de manera 
sucinta y clara: si el artículo 161.1,a de la Constitución se refiere a las leyes 
y actos, con fuerza de ley, susceptibles de atentar contra lo dispuesto en 
la Constitución, la ausencia en la Constitución de cláusulas de intangibili­
dad concretas, contra las que pudiera chocar la reforma constitucional, im­
piden toda posibilidad de plantearse tal supuesto de inconstitucionalidad 
material, de forma que el mencionado autor limita, en último término, el 
control de inconstitucionalidad de la reforma únicamente a aspectos for­
males y no materiales, si bien deja abierta, en todo caso, la posibilidad de 
control de la constitucionalidad material de la reforma a una categoría que 
califica como «controles políticos» en oposición a aquellos controles jurí­
dicos. 

'" KELSEN, H., Teoría General del Derecho y del Estado. Textos Universi­
tarios. Universidad Autónoma de México, México 1979, pág. 186. Para el autor, 
corresponde a la jurisdicción constitucional, entender únicamente de la inconsti­
tucionalidad formal, lo que se traduce en que en caso de declaración de inconstitu­
cionalidad de una ley de revisión por la jurisdicción constitucional, dicha in­
constitucionalidad obedecerá al hecho de no haber seguido el procedimiento formal 
establecido constitucionalmente a tal fin y no por cuestiones de fondo y materia de 
la ley declarada inconstitucional. 

''^ PoviÑA, J. R., «El poder constituyente, los jueces y la Constitución», en 
Revista de la Facultad de Derecho, n.° 13, pág. 232 y ss. citado por P. LUCAS VERDÚ, 
Curso de Derecho Político. Vol. II, 2.* ed., Tecnos, Madrid 1977, pág. 699. 

'=» DE VEGA, P., La Reforma Constitucional..., op. cit., pág. 302. 
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Por Otra parte, nuestro maestro LUCAS VERDÚ ^^, asume una po­
sición determinante al respecto, como consecuencia del reconocimiento de 
la fórmula política como un límite material, ya sea tanto de índole implícita 
como explícita, afirmando así que «La violación de cualquiera de estas 
limitaciones ofrece a nuestro juicio base suficiente para fundamentar la 
declaración de insconstitucionalidad por el órgano competente» lo cual 
afectaría obviamente a la constitucionalidad, en el aspecto material pro­
piamente de la reforma constitucional. 

Por nuestra parte, y sin entrar en la polémica de cuál sería el órgano 
competente para controlar la constitucionalidad de la reforma material 
—toda vez que el control de la constitucionalidad formal o procedimental 
no suscita polémica, como vimos con anterioridad—, convenimos con el 
profesor LUCAS VERDÚ, en la imperiosa necesidad de reconocer la exis­
tencia de una control de la Constitucionalidad material —al menos no ju­
risdiccional— de la actividad revisora. Esta observación la fundamentamos 
en los postulados siguientes: 

1. En primer lugar por el papel que asume la actividad de reforma 
de garantía y defensa no jurisdiccional de la Constitución ^^\ de manera 
que la ausencia de control de la constitucionalidad sobre dicha función de 
revisión conduciría al poco recomendable resultado de quebrar la labor 
garantística y de defensa de la Norma Superior que aquélla asume, y, ade­
más, porque al tratarse de una labor de garantía y defensa no jurisdiccional 
de la supremacía de la Constitución, nada impediría, a nuestro modo de 
ver, el reconocimiento de un control de la constitucionalidad material y no 
jurisdiccional, que se acoplaría perfectamente al carácter de defensa no 
jurisdiccional que, en todo caso, la actividad de reforma asume, condición 
ésta a la que hemos aludido en otro lugar del presente trabajo {vide cap. 
I-a). 

2. Porque de este modo quedaría salvada la distinción del control 
sobre la constitucionalidad de la activida de reforma en sus dos posibles 
manifestaciones: formal, que coincidiría con la jurisdiccional, y material, 
que sería no jurisdiccional ^^', sin tener que incluir en una de estas dos 
categorías —en la formal— un control de inconstitucionalidad material, que 

'®' LUCAS VERDÚ, P., Curso de Derecho Político. Vol. II, 2.' ed., Tecnos, Madrid 
1977, pág. 700, op. cit. 

''"'' DE OTTO PARDO, I., Defensa de la Constitución y Partidos Políticos. Centro 
de Estudios Constitucionales, Madrid 1985, pág. 26, op.clt. 

'^ TORRES DEL MORAL, A., Principios de Derecfio Constitucional español. Vol. II. 
Átomo Ediciones, Madrid 1986, pág. 431. El citado autor distingue entre la garantía 
normal de la Constitución encarnada por la jurisdicción constitucional, de aquella 
otra que deriva de la reforma, como una garantía excepcional. 
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sería inaceptable jurídicamente, ya que como certeramente señaia DE 
VEGA '^', la ausencia de clausulas de intangilldad '^ , imposibilita que pue­
da hablarse, en rigor, de una inconstitucionalidad material, ya que el control 
político se circunscribe a aspectos jurídico-formales. 

3. Por el apoyo que nos aporta la vacilante doctrina norteameri­
cana, que al respecto, no ha sostenido una tendencia uniforme ®̂°, habién­
dose, por el contrario, manifestado diletante en la declaración de incons­
titucionalidad en lo concerniente a aspectos formales procedimentales de 
la actividad de la reforma —matters of procedure— o al contenido material 
de la misma —matters of substance—, por lo que no cabe, a nuestro juicio, 
negar categóricamente el control de la constitucionalidad material de la 
reforma, al margen de la designación de cuál sería el órgano competente 
a tal fin. 

4. Y, por último, circunscribiéndonos al supuesto de nuestra Cons­
titución de 1978, se da la circunstancia desafortunada de que la Ley Or­
gánica del Tribunal Constitucional en su artículo 27 soslaya, como señala 
DE VEGA ^^, el control constitucional del procedimiento del artículo 167 de 
la Constitución Española. En tal caso bien podría suceder que se recurriera 
al mencionado artículo, para que, por la vía del 167, se lleve a cabo cual­
quier reforma de los supuestos previstos en el 168 CE, lo que, constituyendo 
una operación claramente inconstitucional, sin embargo, desde una con­
sideración estrictamente jurídica, no sería reprobable. Todo lo cual, se tra­
duciría, en último término, en que la función de defensa extrajurisdiccional 
que asume la reforma se queda convertida en papel mojado y sin eficacia 
alguna. Función ésta que, como señala GARCÍA PELAYO ®̂̂  se justifica en 
sí misma, por su propia coherencia jurídica: «...Por tanto, una Constitución 
es la garantía de etos principios y, por consiguiente, todo lo que tienda a 
estos principios es constitucional, mientras que lo no tienda a ello no lo 
es». 

De todo lo anteriormente referido sacamos una conclusión, a nuestro 
juicio inesquivable, y es que para que la función de defensa que asume la 
reforma constitucional no quede vacía de contenido, es imprescindible un 
efectivo control de ia constitucionaildad de tal actividad reformista, tanto 
en su vertiente formal como material, para evitar que exista resquicio ai-

' ^ DE VEGA, P., La Reforma Constitucional y la problemática del poder cons­
tituyente, op. cit., pág. 302. 

' " En los textos fundamentales en que no se contemplen, tal y como acon­
tece en nuestra Norma Superior. 

165.166 Qg VEGA, P., Reforma Constitucional y la problemática del poder cons­
tituyente, pág. 300, op. cit. 

^" GARCÍA PELAYO, M., Derect)o Constitucional Comparado. Alianza Univer­
sidad, Textos, 1984, pág. 39. 
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guno por el que puedan desaparecer o escapar las garantías con las que, 
a través del dispositivo específico de reforma constitucional, se dotan a las 
Constituciones escritas, precisamente para protegerlas de intereses es­
porádicos y pasajeros. Este control de la actividad de reforníia se revela 
insuficiente si se limita a un mero control sobre dicha constitucionalidad, 
de carácter estrictamente formal, debiéndose, en consecuencia, aceptar 
paralelamente un control de la constitucionalidad material, que se torna, a 
nuestro parecer, imprescindible para que aquella labor de defensa que asu­
me la reforma constitucional, se proyecte de manera integral en la doble 
vertiente formal y material, que asume todo texto fundamental, haciéndose 
posible así, como aduce ROLLA ^^ la reconducción de las distintas partes 
del texto constitucional, a la unidad sustancial del ordenamiento, como re­
sultado de un proyecto unitario de construcción política. En este sentido 
rechazamos las posturas de quienes como SPAGNA MUSSO ^̂ ^ atribuyen 
únicamente al procedimiento rígido para la reforma, el carácter de defensa 
y garantía del instituto de reforma, toda vez que, como hemos visto, es 
suficiente la inconstitucionalldad formal derivada de no seguir el procedi­
miento normal de revisión, para que pueda predicarse con verdadero fun­
damento, el papel de defensa y garantía de ia Constitución de índole ex-
trajurlsdlccional, que asume el Instituto de reforma de la Constitución, 
entendida así en toda su magnitud, al configurar un todo unitario con­
gruente " ° y que responde a garantizar la admisibilidad de límites a 
cualquier acción que implique, como aduce ROLLA, desprotección de algún 
tipo de los objetivos establecidos en la Constitución. 

f.4) Fórmula de identidad como instrumento de control político de ia 
constitucionalidad extrajurisdiccional 

Tal y como ha sido afirmado con anterioridad, el control de la cons­
titucionalidad material de la reforma de la Constitución, no puede ser efec­
tuada más que por vía extrajurisdiccional, y tal aseveración lleva aparejada 
una consecuencia que, a nuestro modo de ver, se torna imprescindible para 
el logro de tal objetivo, esto es: reconocer en la cláusula de Identidad cons­
titucional un Instrumento de control, de carácter extrajurisdiccional de ia 
Constitucionalidad material de la reforma, para que el papel que juega el 
instituto de reforma, como medio de defensa extrajurisdiccional de la Cons­
titución, —como afirma un sector de la doctrina, visto con anterioridad— 

' ^ ROLLA, G., Riforma delle istituzione e Costituzione materiale. Centro de 
Estudios Constitucionales, Madrid 1980, pág. 96, op. cit. 

'°° SPAGNA MUSSO, E., Diritto Costituzionale. Principi general!. Padova-Ce-
dam 1979. Vol. I, pág. 103, op. cit. 

"° ROLLA, G., Riforma delle istituzione e Costituzione materiale. Centro de 
Estudios Constitucionales, Madrid 1980, pág. 103, op. cit. 
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sea real y efectivo en su totalidad, esto es: formal y material, ya que, como 
indica ROLLA " \ «La trascendencia de tal concepción garantiste ha de pro­
yectarse como un entramado unitario que tipifica específicamente un orden 
constitucional determinado» ... «Así, esta tendencia garantista, se presenta 
como una predisposición a la permanencia, que se fundamenta en conferir 
validez general de continuidad a determinadas manifestaciones del poder 
constituyente». 

De manera que con el control de constitucionalidad formal exclusi­
vamente de la reforma, no se consigue el objetivo de defensa extrajuris-
diccional de la Constitución que la reforma asume, revelándose claramente 
insuficiente, si no se reconoce paralelamente la existencia de un control 
de la constitucionalidad material, y para lo cual la fórmula de identidad se 
manifiesta —a nuestro parecer— como ei Instrumento Idóneo —impres­
cindible—, y determinante, en suma, de los supuestos de inconstituciona-
lidad material de la reforma constitucional. 

Y ello es explicable por cuanto, como señala LAVAGNA ^̂ ^ la función 
de garantía contltucíonal (que asume la reforma) puede desprenderse del 
propio sistema constitucional, considerado como un conjunto unitario, al 
estar dotado de un equilibrio que imposibilita la verificación de alguna dis­
función o eventual cambio, que lleve parejo el peligro de perturbar gra­
vemente la conservación de dicho ordenamiento. 

1.° Necesidad y justificación de su reconocimiento 

La necesidad de atribuir a la fórmula de Identidad esta cualidad de 
configurarse como un Instrumento de control de constitucionalidad material 
de índole extrajurisdiccional, se justifica por ia circunstancia de ser ia Cons­
titución el resultado de un compromiso de las distintas fuerzas política­
mente operativas; lo que conduce Inevitablemente —como aduce PÉREZ 
ROYO ^'^— a reconocer en el propio texto garantías de permanencia a tra­
vés de los procedimientos de reforma. 

Sin embargo, a nuestro parecer, la garantía de permanencia que ha 
de presidir todo texto constitucional, no queda suficientemente asegurada 
con la atribución constitucional de un procedimiento más o menos gravoso, 
para efectuar la reforma de la misma, puesto que, superado aquél, nada 

"^ ROLLA, G., Riforma delle istituzione e Costituzione materiale. Centro de 
Estudios Constitucionales, Madrid 1980, pág. 96, op. cit. 

"' LAVAGNA, G., Diritto Costituzionale. Vol. I., Doctrine general!. Milano, Giu-
ffré edltore, 1957, pág. 329 y ss. 

' " PÉREZ ROYO, J., La Reforma de la Constitución. Publicación del Congreso 
de los Diputados, Madrid 1987, pág. 189. 
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obstaculizaría el suprimir y no simplemente reformar, la Constitución ma­
terial, en el supuesto de que no existan cláusulas de intangibilidad en el 
ordenamiento constitucional afectado. 

De lo que infiere, a nuestro parecer, el doble papel que ha de asumir 
la actividad de reforma: de un lado posibilitar la evolución, y de otro ga­
rantizar la permanencia. Esta dualidad lejos de ser paradójica, es sin em­
bargo, la que debe presidir todo ordenamiento para que éste no quiebre. 
Llegados a este punto es cuando cabe plantearse la cuestión acerca de si 
la función de garantía de permanencia, que asume la actividad revisora 
paralelamente a la de vlabilizar la adaptación del texto fundamental a nue­
vas proyecciones no queda suficientemente afianzada por los simples pro­
cedimiento formales —^toda vez que como señalábamos con anterioridad, 
una vez superados éstos ' '" nada obstaculizaría atentar contra el principio 
identificador que define un determinado orden constitucional, provocando 
la quiebra del mismo— nada se opondría a nuestro entender, a asignar a 
la fórmula de identidad, el papel de instrumento, a través del cual subsiste 
la defensa del orden constitucional por la vía extrajurisdiccional y en el 
orden material. 

2.° Carácter subsidiario de la fórmula de identidad en el control de la 
constitucionalidad extrajurisdiccional 

Hemos visto en otro apartado del presente trabajo cómo el consti­
tuyente una vez cumplida su obra, confía a otros la custodia de la misma, 
para que se continúe en el tiempo la voluntad expresada por él, proveyendo, 
asimismo, los medios de revisión que contribuyen a conservar el núcleo 
fundamental que caracteriza la Constitución. Pues bien, además de la ju­
risdicción constitucional que, como vimos con anterioridad, entendería de 
la constitucionalidad formal de la leyes, el constituyente dota al texto fun­
damental del dispositivo de reforma constitucional, como medio extrajuris­
diccional para proveer —mediante procedimientos específicos— a la de­
fensa del orden constitucional. 

Pero si, como afirmábamos líneas antes, estos procedimientos, aun 
los más gravosos, no llegan a garantizar la supervivencia del núcleo fun­
damental, se torna, en nuestra opinión, imprescindible, el recurso a un tope 

"" De hecho, BURDEAU afirma que no son las mayores o menores dificultades 
procedimentales las que aseguran a las leyes fundamentales su relativa perma­
nencia: los complicados mecanismos imaginados por los Constituyentes de 1791 y 
1793 no impedirían su modificación, y por el contrario las Leyes Constitucionales 
de 1875, cuya revisión era muy flexible, han durado mucho más. BURDEAU, G., Traite 
de Science politique. Labrairie Genérale de Droit et de Jurisprudence, Paris 1969, 
págs. 200-201. 
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O límite, que impida la desintegración de la Norma suprema a través de su 
desconstitucionalización. 

En este orden de cosas, no parece predicable la postura de 
MORTATI ' " quien relega la elección de una forma u otra de garantía y 
defensa, en función de las condiciones del ambiente, del cual depende su 
grado de operatividad. 

Si conectamos esta afirmación con la teoría aportada por Ignacio DE 
OTTO ^^^, al señalar que el orden constitucional se defiende con su propio 
funcionamiento correcto, sobre una base social, económica y política ade­
cuada, con la pr imada del derecfio social y la creación de una conciencia 
constitucional, podemos concluir que lo que se está haciendo, no es sino 
reconocer el papel indirecto que juega la propia Constitución material re­
sumida en la fórmula de identidad, en aquella función de defensa y garantía 
del orden constitucional que la actividad revisora comporta. 

Así pues, la fórmula de identidad se reveia, a nuestro modo de ver, 
como punto de referencia decisivo y verdadera piedra angular en relación 
al control de constitucionalidad material de orden extrajurisdiccional, y esta 
afirmación, cabe sostenerse en una doble perspectiva: por una parte, en 
relación al control que verificará tanto en el supuesto de que existan cláu­
sulas de intangibilidad expresas como en el caso de que no existan. Y en 
el último caso, es donde, precisamente, se aprecia con más nitidez el ca­
rácter de instrumento de control que asume la fórmula de identidad en la 
función de defensa extrajurisdiccional, toda vez que, aunque no exista dis­
posición jurídica alguna, en un ordenamiento constitucional que pudiera 
ser vulnerada por la función de reforma "^, no obstante, la Constitución 
material determinada en la fórmula de identidad, subyace y se proyecta 
tácitamente en orden a delimitar el control de constitucionalidad material 
y defensa extrajurisdiccional de la actividad revisora. 

En todo caso, hay que matizar la afirmación anterior en el sentido 
de que la fórmula de identidad proyectada hacia la defensa extrajurisdic­
cional del orden constitucional a través de la reforma asumiría, en nuestra 
opinión, una posición subsidiaria en los supuestos en que existieran límites 
o clausulas de intangibilidad expresas—si bien serían coincidentes con la 
fórmula de identidad, ya que aquéllos, al estar expresamente reconocidos 
en el texto fundamental, efectúan una función directa de defensa extraju­
risdiccional del orden constitucional en el ámbito material. 

' " MoRTATi, C , Scritti sulle fonti del Diritto e sull interpretazione. Vol. II, 
Milano, Giuffré edit. 1972, pág. 17, op. cit. 

" ° DE OTTO PARDO, I., Defensa de la Constitución y Partidos Políticos. Centro 
de Estudios Constitucionales, Madrid 1985, pág. 34, op. cit. 

' " DE VEGA P., La Reforma Constitucional y la problemática del poder cons­
tituyente. Tecnos, Madrid 1985, pág. 302, op. cit. 
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Y en este sentido la fórmula de identidad habrá de entenderla, en 
nuestra opinión, como el nudo del orden constitucional, a través del cual, 
se posibilitan los mecanismos de defensa del carácter super-legal de la 
Constitución que el instituto de reforma asume, así como de defensa 
del contenido político de la ley fundamental, como afirma IVIARTINEZ 
SOSPEDRA^'^^ De hecho tal aseveración, no hace sino abundar en la preo­
cupación que se detecta en el ámbito académico y cultural angloamericano 
por la defensa de un «constitucionalismo sustancial» ^'^ como medio de 
freno del poder, sumisión al derecho y protección de las libertades de los 
ciudadanos. 

En la misma proyección se manifiesta MORÍ ATI ^^ cuando confiere 
al instituto de revisión, la cualidad de instrumento de garantía no jurisdic­
cional, puesto que tiende a preservar la integridad del documento en que 
se consagra la voluntad suprema. De esa forma, justifica la ubicación del 
poder de revisión en el ordenamiento italiano, en el Título VI, dedicado a 
las garantías Constitucionales, asumiendo asi el poder de revisión una na­
turaleza de co-participación en la actividad jurisdiccional del juez consti­
tucional «para la defensa de la integridad del núcleo fundamental que ca­
racteriza la Constitución». 

Asimismo, reconoce el mencionado autor que el simple hecho de 
confiar a un procedimiento especial la revisión de un texto fundamental 
—en el supuesto de las Constituciones rígidas— se traduce en atribuir a 
la actividad revlsora la función de preservar y defender la Norma funda­
mental, inluso más aún —señala MORTATI— que la de prever su reforma, 
como medio de mantener firme el núcleo de principios que la indi­
vidualizan ^". 

De todo lo anteriormente expuesto podemos sacar una conclusión 
insoslayable, en el sentido de que al presentarse la Constitución material 
—que se concreta en la fórmula de identidad que individualiza un orden 
constitucional determinado— como fuente de validez del sistema, tal y 
como señalábamos en otro apartado del presente trabajo, aquélla se erige 
como instrumento que garantiza la unidad interpretativa e Integradora del 
ordenamiento, actuando como parámentro delimitador de los topes de con-

"° MARTÍNEZ SOSPEDRA, M., Aproximación al Derecho Constitucional español. 
Colección Ciencias Sociales. Editor Fernando Torres, Valencia 1980, pág. 261. 261, 
op. cit. 

" ' PEREIRA MENAUT, A. Carlos, En defensa de la Constitución. Edc. Univer­
sidad de Navarra S.A., Pamplona 1986, pág. 463-464. 

°̂° MoRTATi, C , Istituzione di Diritto Pubblico. Tomo II, Nona edizione, Pa-
dova-Cedam 1976, pág. 1223-1225, op. cit. 

''" Tal ha sido sin duda la tendencia del constituyente italiano que ha puesto 
el acento en la función de conservación, más que en la de cambio a través de la 
fórmula revisionista. 
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tinuldad e identidad de todo ordenamiento, subrayando los principios cons-
titucionaies sustanciales que configuran una Constitución de forma unitaria 
y permanente. 

Y puesto que la actividad revisora, como hemos expuesto anterior­
mente, asume una función de defensa de la Constituión, se llega al resul­
tado de que la fórmula de Identidad —en que queda plasmada la Consti­
tución material y, por tanto, no objeto de revisión por el poder constituido 
de reforma— al configurarse como límite absoluto al poder constituido de 
revisión, adquiere un especial relieve, al configurarse como verdadera pie­
dra angular en la delimitación de ios preceptos reformables y no refor­
mables, so pena de que ei instituto de revisión pierda su función de defensa 
de la Constitución, que como vimos anteriormente con MORTATI, DE OTTO 
PARDO, MARTÍNEZ SOSPEDRA, entre otros, comporta tal actividad revi­
sora, 

Y no podría ser de otra manera, pues, a nuestro parecer, la reco­
pilación en un texto escrito de la selección de unos principios fundamen­
tales atendiendo a criterios racional-normativos, propia de la ideología l i ­
beral, conlleva °̂̂  un carácter de garantía de la racionalidad y certeza, que 
no abrigan, sin embargo, las Constituciones consuetudinarias; y de otra 
parte, la tendencia contemporánea hacia la rigidez de los ordenamientos 
constitucionales, no hace—en nuestra opinión—sino abundar en la postura 
de quienes reconocemos en el instituto de reforma uno de los instrumentos 
más idóneos para garantizar el respeto y la permanencia del texto cons­
titucional, a través del cual las modificaciones y adaptaciones de la norma 
suprema no se imposibilitan ^°^, pero la garantizan sin embargo ia subsis­
tencia de aquélla, ai actuar ia fórmula de identidad como parámetro de­
terminante de hasta dónde puede llegar la reforma sin que ia revisión im­
plique supresión. 

'°^ DE VERGOTTINI, G., Derecho Constitucional Comparado. Espasa-Calpe, 
Madrid 1983, pág. 136. 

'°^ Enciclopedia del Diritto, IX, Voz: Costituzione, Giuffré editóte 1982. 
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